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INTRODUCCIÓN. 
 
 

El presente trabajo, pretende contribuir a la reflexión sobre la 

producción y apreciación de la prueba cuando se señala como autores o 

partícipes de un mismo hecho punible, a dos o más individuos que serán 

considerados como coimputados en un mismo proceso penal. 

 

En tal sentido, el estudio versará sobre la participación del coimputado 

en el proceso penal, la determinación de los elementos constitutivos de su 

declaración en el marco del Estado democrático y social de Derecho y de 

Justicia establecido en la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela (CRBV), y  la apreciación que debe dar el juez a tal declaración, 

dentro del marco de la sana crítica como sistema de valoración de la prueba 

establecido en el Código Orgánico Procesal Penal (COPP) venezolano. 

 

 Ello así, y a los fines de observar la mayor rigurosidad metodológica, 

se ha optado por dividir la presente obra en dos partes claramente definidas, 

por considerar que, aun cuando guardan íntima relación, deben abordarse 

separadamente a los fines de su correcto desarrollo. 

 

  En primer lugar, se atiende a las precisiones conceptuales sobre la 

declaración del coimputado, a su relación con el sistema de Estado en que 

se ubique el proceso penal respectivo, y a las diferentes concepciones y 

aproximaciones que sobre ella existen, de conformidad con el sistema de 

proceso penal que se adopte. Por otra parte, una vez establecidas las 

definiciones pertinentes, se aborda la declaración del coimputado desde la 

perspectiva del juzgador, específicamente en lo atinente a la problemática 

que genera su valoración y a los criterios que deben fundamentarla, siempre 

dentro del marco de la sana crítica como sistema de valoración probatoria 

imperante en Venezuela. 
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 En lo atinente al tratamiento que el ordenamiento jurídico venezolano 

otorga a la declaración del coimputado, y a los fines del estudio de sus 

principales elementos, debe acudirse a la regulación sobre la participación 

del imputado como sujeto del proceso penal, del cual, el coimputado es una 

mera variación numérica referida a la participación de varios imputados en un 

mismo proceso, tomando en consideración que la referencia específica al 

coimputado en la legislación patria es escasa, cuando no inexistente.  

 

En tal sentido, el Código Orgánico Procesal Penal venezolano dispone 

en el título IV del libro primero, lo atinente a la participación y al tratamiento 

de los sujetos procesales y sus auxiliares durante el desarrollo del proceso 

penal, calificando como sujetos procesales al tribunal, al Ministerio Público; a 

los órganos de policía de investigaciones penales; a la víctima, y al imputado.  

Específicamente, el capítulo VI del título IV del libro primero, aborda la figura 

del imputado, identificando claramente sus derechos y obligaciones. 

 

Al identificar al imputado como aquél a quien se señala como autor o 

partícipe de un hecho punible, se infiere que éste goza de un conocimiento 

directo sobre los hechos que el proceso penal pretende esclarecer. En tal 

sentido, el Código Orgánico Procesal Penal regula lo concerniente a la forma 

en que tal conocimiento puede ser extraído de la intimidad del imputado e 

incorporado en el proceso penal, por medio de la declaración del imputado1. 

 

Ahora bien, a diferencia de la prueba testimonial, la cual impone al 

testigo el deber de concurrir a la citación practicada por un tribunal con el fin 

de que preste declaración testimonial, de declarar la verdad de cuanto sepa, 

y de no ocultar hechos que estén dentro de su conocimiento2; la declaración 

del imputado tiene carácter discrecional, y será rendida por éste sólo en el 

caso de que así lo decida libremente y de que la considere provechosa a su 

                                                           
1
  Artículo 132 del COPP. 

2
 Artículo 208 del COPP. 
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causa3, ya que la posición jurídica del imputado en el proceso penal goza de 

numerosas protecciones. En efecto, bien puede entrar el imputado en 

consideración como medio de prueba, pero con ese motivo no se puede 

atentar contra su autonomía personal. Por ello, él puede abstenerse de 

efectuar toda declaración sobre el hecho y sus declaraciones sólo pueden 

ser valoradas si se han efectuado sin emplear fuerza ni engaño4.  

 

 Tal diferencia, se encuentra plenamente fundamentada en el catálogo 

de derechos civiles establecido en la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela, el cual incorpora al debido proceso como la 

máxima garantía judicial y administrativa. Específicamente, en lo atinente a 

los derechos del imputado en el proceso penal, el numeral 5 del artículo 49 

reza:  

 

“Ninguna persona podrá ser obligada a declararse culpable 

o declarar contra sí misma, su cónyuge, concubino o 

concubina, o pariente dentro del cuarto grado de 

consanguinidad y segundo de afinidad” 

 

Con base en lo anterior, se suele afirmar que, debido a los elementos 

esenciales que definen y protegen a la figura del imputado, y que la 

diferencian sustancialmente del instituto procesal del testigo; aquél, bajo 

ninguna circunstancia rendirá testimonio ni obtendrá la calificación legal de 

testigo de los hechos en los cuales se presume ha participado.  

 

Lo anterior, trae como consecuencia la imposibilidad de constreñir al 

imputado a rendir declaración en cualquier estado de la causa; y, en caso de 

que éste decida libremente declarar, a decir la verdad sobre los hechos que 

conozca; debido a lo cual, se excluye también sobre su persona la 

posibilidad de ser sometido a un posible juzgamiento adicional por la 

                                                           
3
 De conformidad con los numerales 6, 8 y 12 del artículo 127 y el artículo 132 del COPP. 

4
 Roxin, Claus: Derecho Procesal Penal. Traducción de la 25ª edición alemana de Gabriela E. Córdoba y Daniel R. 

Pastor.  Editores de Puerto, S.R.L. Buenos Aires, 2000, p. 126. 
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comisión del delito de excusa de comparecencia sin motivo justificado, 

tipificado en el artículo 238 del Código Penal venezolano (CPV), o de falso 

testimonio, recogido en el artículo 242 ejusdem. 

 

Ahora bien, ¿existe alguna circunstancia especial ante la cual, la 

declaración del imputado pueda ser considerada como un testimonio en el 

sentido estricto del término?; y, en consecuencia, ¿puede el imputado 

declarar en condición de testigo sobre los hechos en los cuales se presume 

su participación y ser por lo tanto constreñido a rendir declaración?; más aún, 

¿puede iniciarse una causa penal contra un imputado por la comisión de 

cualquiera de los delitos relativos a la condición de testigo?  

 

En torno a lo anterior, existen posiciones diversas de conformidad con 

el contexto jurídico de que se trate. Desde varias perspectivas tanto 

culturales, como políticas y político-criminales, el entorno legal subyacente 

genera aproximaciones diferentes a la participación del imputado y, 

específicamente, a su declaración como mecanismo de incorporación de 

información al proceso. Es así, como en un proceso penal forjado al amparo 

de las normas del Derecho Común5 o Common Law, el imputado puede 

presentarse como testigo en la propia causa, como sucede en el caso del 

proceso penal angloamericano6, mientras que en un proceso penal 

desarrollado a la luz del sistema continental europeo o romano-germánico, 

como es el venezolano, la declaración del imputado constituye, 

fundamentalmente, un medio de defensa. Dicha declaración es uno de los 

modos por medio de los cuales se expresa el imputado como uno de los 

                                                           
5
  De conformidad con Cabanellas, Guillermo, en su Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. 14ª edición, 

Revisada, actualizada y ampliada por Luís Alcalá- Zamora y Castillo. Editorial Heliasta S.R.L, Buenos Aires, 1979; 

esta expresión inglesa significa literalmente ley  o Derecho Común; y así se denomina el Derecho consuetudinario 

inglés. Castillo y Alonso lo definen como “el conjunto de prácticas, costumbres y observaciones que emana de la 

conciencia jurídica del pueblo inglés, y que, constituyendo la fuente más interesante y copiosa de su Derecho, se 

exterioriza mediante declaraciones del Parlamento y, más singularmente, de los tribunales de justicia.  

6
  Roxin, Claus: Op. cit,, p. 220. 
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sujetos del proceso, y no un medio para obtener información de una fuente 

que, en este caso, viene a ser el propio imputado7. 

 

Sin embargo, no son únicamente referencias de orden histórico y 

cultural, como aquellas que distinguen al Derecho romano-germánico o 

europeo continental, del Derecho Común o Common Law; las que definen el 

tratamiento que ha de recibir el imputado en el curso de un proceso penal; 

también diferencias de orden político, y por lo tanto, de índole político-

criminal, inciden directamente sobre el proceso penal, y en consecuencia 

sobre la participación en éste del imputado y sobre su calificación o no, como 

sujeto del proceso. 

 

De conformidad con lo anterior, el proceso penal adquiere 

características determinantes de su identidad y de su naturaleza, en íntima 

relación con las ideas que sustentan el Estado subyacente, incidiendo 

directamente sobre el tratamiento que reciba el imputado en el curso de su 

participación procesal. Un Estado autoritario o totalitario, observará en el 

diseño de su respectivo proceso penal, elementos de autoritarismo o 

totalitarismo, mientras que un Estado liberal, generará normas procesales 

correspondientes a los fundamentos del liberalismo.  

 

De lo anterior dependerá en gran parte, la adopción de un sistema 

penal de corte inquisitivo o de tendencia acusatoria, lo cual influirá 

directamente sobre el tratamiento que se dé al imputado y a su declaración, y 

en consecuencia, a la declaración del coimputado en el proceso penal. 

 

Ahora bien, más allá de los elementos definitorios de la declaración 

del coimputado y de su tratamiento en el Derecho patrio y en el Derecho 

comparado, y ya sea que se admita en el curso de un proceso penal bajo las 

formalidades del testimonio, o como simple declaración carente de 

                                                           
7
 Binder, Alberto: Introducción al Derecho Procesal Penal. Primera edición abril 1993. Editorial Ad-Hoc S.R.L.    

Buenos Aires 1993, p. 310. 
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solemnidades y protegida por la condición especial del imputado; una vez 

incorporada al proceso, debe ser conocida y analizada por el juez de la 

causa, quien deberá fundamentar su apreciación en los elementos de la sana 

crítica.  

 

En tal sentido, el presente trabajo pretende incorporar elementos de 

análisis sobre la apreciación de la figura del coimputado; sobre su especial 

relación con los hechos objeto del proceso; sobre los diferentes intereses 

que sobre la evolución del proceso puede albergar; sobre las consecuencias 

jurídicas que su declaración puede tener; y sobre se incidencia en la 

producción final de la sentencia definitiva.  

 

Para tal fin, resulta indispensable entrar a considerar los diferentes 

sistemas de valoración de la prueba, ya que son estos los que rigen, en los 

diversos sistemas o legislaciones, para establecer el mecanismo a través del 

cual deben ser apreciadas las pruebas al momento de sentenciar8; y exponer 

de manera sucinta los principales elementos de cada uno de ellos, así como 

la relación que las características esenciales de cada sistema guarda con el 

tratamiento del coimputado en el proceso penal, especialmente en lo referido 

a su declaración. 

 

La mayor parte de los autores distingue entre tres sistemas de 

valoración de la prueba, a saber: el sistema legal o de la prueba tasada o 

tarifada; el sistema de la íntima convicción; y el sistema de la íntima 

convicción motivada o razonada: la llamada sana crítica9. Si bien algunos 

autores se oponen a la anterior clasificación por considerar que los sistemas 

probatorios se reducen a dos: el de tarifa legal y el de la valoración personal 

                                                           
8
 Salazar Delgado, Roberto: Las Pruebas en el Proceso Penal Venezolano. 4ta edición. Vadell Hermanos Editores. 

Caracas 2010. p 90. 

9
 Idem, p.90 
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del juez10, tal discusión escapa al objetivo y al alcance de este trabajo, por lo 

que, a los efectos de incorporar los elementos necesarios para el análisis 

central sobre la apreciación de la declaración del coimputado, se tomará 

como referente el trío fundamental de sistemas probatorios reconocidos y 

aceptados por la mayoría de la doctrina. 

 

Ahora bien, una vez situado el análisis en el contexto del proceso 

penal venezolano, el cual adopta el sistema de la sana crítica como 

mecanismo de apreciación de la prueba11, el análisis de la valoración de la 

declaración del coimputado debe ceñirse a los extremos tal sistema. 

 

Sin embargo, siendo el objeto del presente trabajo, más allá del solo 

análisis de los elementos constitutivos de una figura del proceso penal o de 

un sujeto procesal, la incorporación de criterios y mecanismos que 

coadyuven a la mejor valoración de la declaración del coimputado como 

mecanismo de introducción de información al proceso penal; y, siendo la 

sana crítica un sistema que se caracteriza por la inexistencia absoluta de 

dogmas legales sobre la forma en que se deben probar los hechos y sobre el 

valor que debe otorgársele a cada prueba12, bien vale la pregunta ¿es 

posible dotar de criterios específicos de apreciación a la declaración del 

coimputado en un proceso penal gobernado por un sistema de valoración 

probatoria carente de normas y de dogmas legales? 

 

En efecto, la única exigencia que el sistema de sana crítica impone al 

juzgador es la de explicar razonadamente en la producción de su decisión, el 

porqué del valor adjudicado a cada prueba de acuerdo a las reglas de la 

lógica, los conocimientos científicos y las máximas de experiencia13. Sin 

                                                           
10

 Posición defendida por Hernando Devis Echandía, en su obra Teoría General de la Prueba Judicial. Victor P. de 

Zavalía Editor, Buenos Aires, 1981, tomo I, capítulo V, p. 78 y ss. 

11
 Artículo 22 del COPP. 

12
 Salazar Delgado, Roberto. Op. cit., p. 91. 

13
 Artículo 22 del COPP. 
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embargo, la ausencia de reglas estrictas y concretas sobre la apreciación de 

la prueba, no obsta para la utilización de un método apropiado a la 

consecución de la mejor decisión posible, fundamentada en los elementos 

producidos en el curso del proceso. 

 

Ninguna ciencia, ni técnica alguna, puede prescindir verdaderamente 

de un método apropiado. Afirma Gorphe, que el arte empírico más habilidoso 

no reemplaza jamás al conocimiento racional; y si la sagacidad 

experimentada de los jueces logra suplirlo en mayor o menor grado, gracias 

a determinada destreza, no cabría llegar a reducir su escuela, únicamente a 

la práctica profesional14. Por lo tanto, en lo atinente a la declaración del 

coimputado en el proceso penal, necesaria es su reflexión intelectual y 

académica, así como su análisis dialéctico y su discusión científica, a fin de 

proveer al foro penal de elementos de apoyo y de mecanismos de aplicación 

concreta, que coadyuven a un tratamiento uniforme de tal figura procesal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
14

 Gorphe, François. De la Apreciación de las Pruebas Penales. Editorial Atenea. Caracas, 2008, p. 31. 
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CAPÍTULO I. LA PRUEBA EN EL PROCESO PENAL. PRECISIONES 

CONCEPTUALES: OBJETO, MEDIO Y ÓRGANO DE PRUEBA Y SU 

RELACIÓN CON LA DECLARACIÓN DEL COIMPUTADO. LA PRUEBA EN 

EL PROCESO INQUISITIVO Y ACUSATORIO. CLASIFICACIÓN DE LA 

PRUEBA. 

 

I.1LA PRUEBA EN EL PROCESO PENAL. 

 

El proceso penal implica un esfuerzo por comprobar la verdad real 

respecto a determinado hecho, que se revela con características de delito15, 

y que está íntimamente ligado a una o varias personas que se señalan como 

autores o partícipes. En el curso de tal esfuerzo, al menos dos posiciones 

contrapuestas se presentan como válidas ante el juez, quien debe extraer del 

proceso una relación cierta de los hechos, para fundamentar así una decisión 

mediante la cual aplique el derecho sustantivo. 

 

Durante del desarrollo del proceso, se realizan una serie de 

averiguaciones que deben dilucidar cuál versión, ya sea la presentada por 

alguna de las partes o una nueva posición que devenga de la labor propia del 

tribunal, es la que se apega al resultado de las investigaciones; ya que el 

presupuesto de donde el juicio penal saca su primer impulso es una simple 

hipótesis; al contrario, la sentencia de condena o de absolución exige como 

fundamento hechos comprobados16. 

 

Tal comprobación únicamente puede surgir de la producción y 

valoración de pruebas, entendiendo éstas como el conjunto de todo lo que en 

el proceso puede conducir a la determinación de los elementos necesarios al 

juicio con el cual aquél termina17. Por lo tanto, la prueba en el proceso, y 

                                                           
15

 Florian Eugenio. De las Pruebas Penales. Editorial Temis. Bogotá, 1990, p. 41. 

16
 Ídem., p.42. 

17
 Florian, Eugenio. Elementos de Derecho Procesal Penal. Casa Editorial Bosch, Barcelona, 1990, p. 305. 
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específicamente en el proceso penal, se ubica como uno de los elementos 

esenciales de su existencia. 

 

  Con la excepción de las incidencias de mero derecho, donde se 

ventila la interpretación de normas jurídicas, y en aquellos casos en que los 

hechos a investigar se puedan calificar como públicos o notorios18, 

difícilmente se puede hablar de un proceso, o parte de éste, en donde no sea 

necesaria la producción de pruebas. Especialmente en un proceso penal 

caracterizado por la protección de los derechos del imputado o acusado, 

apenas se podrá separar el proceso de las pruebas que en él se produzcan, 

ya que en la motivación de una sentencia absolutoria, o especialmente en el 

caso de una decisión condenatoria, la falta de fundamentación  en elementos 

de prueba resultaría en la absoluta negación e inexistencia del proceso 

penal. 

 

El arte del proceso no es esencialmente otra cosa que el arte de 

administrar las pruebas19, con el fin de producir y fundamentar una decisión 

que restituya el orden jurídico vulnerado por la actividad de una o varias 

personas; máxime, en el orden jurídico penal y procesal penal, donde la 

comprobación procesal de un hecho punible establecido por el derecho 

sustantivo puede derivar en una pena privativa de libertad e incluso, en el 

Derecho comparado, en la aplicación de una pena de muerte20. 

                                                           
18

 De conformidad con Claus Roxin, Op. cit, p. 187, los hechos notorios son: “ante todo, los denominados hechos  

generalmente conocidos.  A ellos pertenecen los hechos de la naturaleza (p.ej., el momento de un eclipse de 

luna) y los acontecimientos históricos (p. ej. el asesinato de personas judías en campos de concentración), así 

como en general, todos aquellos hechos de los cuales normalmente tienen conocimiento las personas sensatas o 

sobre los que ellas se pueden informar en fuentes confiables (enciclopedistas, mapas y similares). De igual 

manera, el COPP recoge en su artículo 182 el principio de libertad de prueba, afirmando dentro del mismo, que el 

tribunal podrá prescindir de la prueba cuando ésta sea ofrecida para acreditar un hecho notorio. 

19
 Bentham, Jeremías. Tratado de las Pruebas Judiciales. Editorial Ejea. Buenos Aires, 1957, p.10. 

20
 De acuerdo con  el informe de Amnistía Internacional, contenido en https://doc.es.amnesty.org/cgi-

bin/ai/BRSCGI/Texto%20completo%20del%20Informe?CMD=VEROBJ&MLKOB=24818330101; en el año 

2005 fueron ejecutadas al menos 2.148 personas en 22 países, y al menos  5.186 personas fueron condenadas 

a muerte en 53 países. Estas cifras incluyen sólo los casos conocidos por Amnistía Internacional; las cifras reales 

https://doc.es.amnesty.org/cgi-bin/ai/BRSCGI/Texto%20completo%20del%20Informe?CMD=VEROBJ&MLKOB=24818330101
https://doc.es.amnesty.org/cgi-bin/ai/BRSCGI/Texto%20completo%20del%20Informe?CMD=VEROBJ&MLKOB=24818330101
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Por lo tanto, a diferencia del proceso civil, dominado por el principio 

dispositivo, y en el cual únicamente necesitan ser probados los hechos 

discutidos y traídos al proceso por las partes, en el proceso penal rige el 

principio de investigación, también llamado principio de la verdad material o 

principio de instrucción o inquisitivo, según el cual el tribunal debe investigar 

los hechos de la causa, no estando vinculado a los requerimientos y 

declaraciones de las partes del proceso21, lo que trae como consecuencia, 

que todos los hechos que de algún modo son importantes para la decisión 

judicial deben ser probados22, y se traduce indefectiblemente, en la ineludible 

incorporación de las respectivas pruebas que sustenten tal decisión. 

 

En consecuencia, es posible afirmar que la prueba, más que un 

elemento del proceso penal, es una condición insustituible para su existencia 

y correcto desarrollo; de ahí, la extraordinaria importancia que tiene la 

prueba, pues ella impregna todo el proceso, le imprime movimiento y llega 

hasta convertirse en la base de la sentencia23. 

 

I.2 PRECISIONES CONCEPTUALES: OBJETO, MEDIO Y ÓRGANO DE  

PRUEBA Y SU RELACIÓN CON LA DECLARACIÓN DEL COIMPUTADO. 

 

Hemos dicho que el fin inmediato y específico del proceso penal es el 

descubrimiento de la verdad con respecto al hecho incriminado, y que uno de 

los principios que lo gobiernan es el de investigación. Esto es ya suficiente 

para demostrar la formidable importancia que debe asignarse a la actividad 

                                                                                                                                                                      
son sin duda  más elevadas. En el año 2005, el 94 por ciento de todas las ejecuciones de las 

que se tuvo noticia tuvieron lugar en Arabia  Saudí, China,  Estados Unidos e  Irán. 

21
 Roxin, Claus. Op. cit. p. 99. 

22
 Ídem. p. 186. 

23
 Florian Eugenio. De las Pruebas Penales. Editorial Temis. Bogotá, 1990, p. 42. 



15 
 

probatoria, de la cual es imposible prescindir para fijar los hechos de la 

causa24. 

 

Ahora bien, una acepción genérica y simple de la prueba, la refiere 

como un hecho supuestamente verdadero que se presume debe servir de 

motivo de credibilidad sobre la existencia o inexistencia de otro hecho25, sin 

embargo, la figura de la prueba es polivalente, y puede indicar diferentes 

concepciones y aproximaciones; por lo tanto, es necesario abordar e 

identificar las diferentes acepciones del vocablo “prueba”, así como la 

relación de cada una de éstas con la declaración del coimputado como 

mecanismo de incorporación de información al proceso penal.  

 

Bien sea que se tomen como las diferentes acepciones del vocablo 

“prueba”26 o  que se consideren como los tres elementos integrantes de la 

misma27, la doctrina es conteste en cuanto a la enunciación de: objeto, medio 

y órgano de prueba28, como inherentes a ésta; por lo que, a los fines de 

observar precisión en la utilización de los diferentes términos en el ámbito de 

la declaración del coimputado, resulta impostergable identificar y diferenciar 

tales locuciones y su relación con la declaración del coimputado. 

 

 

 

                                                           
24

 Clariá Olmedo, Jorge A. Derecho Procesal Penal. Tomo II. Actualizado por Carlos Alberto Chiara Díaz. Rubinzal-

Culzoni  Editores. Buenos Aires,  1998, p.305. 

25
 Bentham, Jeremías. Tratado de las Pruebas Judiciales.  Tomo I, Editorial Ejea. Buenos Aires. 1971, p 20. 

26
 Delgado Salazar, Roberto. Op. cit. p.22. Delgado Salazar identifica a los tres “términos” que deben distinguirse. 

27
 Florian, Eugenio. Elementos de Derecho Procesal Penal. Casa Editorial Bosch, Barcelona., 1990., p. 305. Florian 

refiere la heterogeneidad del vocablo, y considera conveniente fijar los elementos precisos integrantes de la 

prueba, que a su juicio son: objeto, órgano y medio. 

28
 Si bien autores como Devis Echandía,  hacen referencia a los términos “fuente de prueba” y “motivos o 

argumentos de la prueba” en su obra Teoría General de la Prueba Judicial. Victor P. de Zavalía Editor, Buenos 

Aires, 1981, p. 139. Y en Venezuela,  Pérez  Sarmiento,  en su obra La Prueba en el Proceso Penal Acusatorio, 

Vadell Hermanos Editores, Caracas, 2005, p.48., aborda la discusión sobre la “fuente de la prueba”; se ha 

considerado que tal debate excede el propósito de esta obra, por lo que se ha limitado el análisis a los tres 

elementos contestes en la doctrina: objeto, medio y órgano de prueba. 



16 
 

I.2.A. OBJETO DE LA PRUEBA. 

 

El proceso penal discurre entre varias posiciones sobre un mismo 

hecho, que se elevan a la consideración del juzgador con el fin de que éste 

produzca una decisión condenatoria o absolutoria sobre el o los sujetos que 

se señalen como autores o partícipes, aplicando el derecho sustantivo penal 

a una situación de hecho específica, acompañándola de la respectiva pena 

en caso de una decisión condenatoria. 

 

Se ha sostenido en tal sentido, que la única manera en que el juez 

puede arribar a tal decisión, es por medio del análisis y valoración de las 

pruebas que se produzcan durante el proceso. En tal virtud, afirmaba 

Carnelutti que “El juez está en medio de un minúsculo cerco de luces, fuera 

del cual todo es tinieblas: detrás de él el enigma del pasado, y delante, el 

enigma del futuro. Ese minúsculo cerco es la prueba”29. 

 

Ahora bien, la materia sobre la cual puede operar la prueba para 

cumplir con el fin indagatorio del proceso, es el objeto de la prueba, y se 

refiere a todo aquello que puede ser probado en el proceso, es decir, a la 

determinación del requisito de la idoneidad de la comprobación procesal30. 

La amplitud del proceso penal, emanada de la necesidad de comprobar la 

verdad sobre los hechos traídos al conocimiento del juez, hace que cualquier 

materia que se considere de interés en la verificación de los hechos, pueda 

ser objeto de prueba, por lo que más allá de las limitantes formales de 

obtención e incorporación, la indagación de la verdad histórica hace que todo 

lo que pueda aproximarse al proceso con el fin de someterse a 

comprobación judicial, pueda ser objeto de prueba. 

 

                                                           
29

Carnelutti, Francesco. La Prueba Civil y Penal. Editorial Arayú, Buenos Aires,  1955, p. 18. 

30
 Florian Eugenio. De las Pruebas Penales. Editorial Temis. Bogotá, 1990, p. 96. 
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En este sentido, será, en primer lugar objeto de la prueba el delito 

mismo que constituye la imputación, esto es, el tema probandum31. Sin 

embargo, pueden existir en el desarrollo del proceso, hechos diferentes del 

hecho punible objeto de la investigación, pero que estén de tal manera 

conectados a éste, que resulten útiles a los fines de la comprobación de su 

perpetración, o del modo o tiempo en que se realizó o las personas que 

participaron en el mismo32, configurándose de este manera en objeto de la 

prueba. 

 

En tal sentido, por objeto de prueba debe entenderse lo que se puede 

probar, aquello sobre lo cual puede recaer la prueba; es una noción 

puramente objetiva y abstracta, no limitada a los problemas concretos de 

cada proceso33. Sin embargo, para los fines de este trabajo, es necesario 

vincular el concepto de objeto de prueba con la figura procesal de la 

declaración del coimputado. En tal virtud, es ineludible la interrogante: ¿qué 

puede ser objeto de prueba en el curso de la declaración de un coimputado?  

 

  El imputado tiene la facultad, y no la obligación de declarar, y podrá 

hacerlo con la amplitud que lo considere pertinente con el fin de ayudar en su 

defensa. Ello así, el objeto de la prueba de una declaración de tal suerte, 

puede abarcar los hechos, la autoría o nivel de participación, las 

circunstancias que rodearon al hecho, el señalamiento de otra persona como 

partícipe; en fin, la enunciación de cualquier hecho o de sus condiciones 

particulares, que el imputado entienda beneficioso a su causa, ya que si bien 

tal información puede ser utilizada una vez incorporada al proceso, la 

declaración del imputado, y por consiguiente, la del coimputado, no puede 

ser en modo alguno un medio para obtener información forzosamente con el 

fin de adjudicar responsabilidad penal al imputado, sino que es, por el 

                                                           
31

 Moreno Brandt, Carlos E. El Proceso Penal Venezolano. Tercera edición. Vadell Hermanos Editores. Caracas, 

Venezuela, Valencia, 2009, p. 178. 

32
 Idem,  p. 178. 

33
 Devis Echandía, Hernando.  Op. cit, p. 142. 
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contrario, el medio por el cual el sujeto debe defenderse34. Por lo tanto, de 

haberse incorporado al proceso, la información emanada de la declaración 

del coimputado, no podrá tener como objeto, bajo ningún concepto, la 

comprobación de la culpabilidad del declarante35. 

 

En tal sentido, podemos afirmar que el objeto de prueba de la 

declaración del imputado o coimputado, es limitado, ya que la materia sobre 

la que versa está previamente fijada por la legislación36 y la doctrina procesal 

penal. 

 

I.2.B. MEDIO DE PRUEBA. 

 

Medios de prueba son los actos procesales destinados a introducir en 

el proceso los elementos de convicción, los cuales son regulados legalmente 

en todo su desarrollo, caracterizando el órgano y el procedimiento para la 

recepción. No se trata de una enumeración taxativa en cuanto al medio en sí, 

pero se impone uno u otro de los procedimientos regulados, por cuanto con 

ellos se garantiza el contralor y eficacia de la prueba37. 

 

Sin embargo, el concepto de medio de prueba suele presentarse como 

contentivo de dos connotaciones igualmente válidas. Por una parte se refiere 

a la actividad desarrollada por el juez con el fin de corroborar una posición 

sobre los hechos que se ventilan en el proceso, o de las partes en su función 

de suministrar al primero el conocimiento de los hechos del proceso38. Por 

otra parte, se identifica al medio de prueba como el instrumento o mecanismo 

                                                           
34

 Binder, Alberto. Op. cit. p.310. 

35
 De conformidad con el numeral 5 del artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

36 El artículo 134 del COPP, define específicamente el objeto de la declaración del imputado, señalando que el éste 

podrá declarar sobre lo que estime conveniente sobre el hecho que se le atribuye. Sin embargo, el artículo 133 

ejusdem, dispone que se le debe instruir al imputado, que la declaración es un medio para su defensa, y por lo 

tanto tiene derecho a explicar todo cuanto sirva para desvirtuar las sospechas que sobre él o ella recaiga. 

37
 Clariá Olmedo, Jorge A. Op. cit., Tomo II, p.311. 

38
 Devis Echandía, Hernando. Op. cit. p.550. 
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que permite que la información relacionada con los hechos objeto del 

proceso, sea trasladada de su continente inicial al conocimiento del juzgador.  

 

 En tal sentido, el Código Orgánico Procesal Penal venezolano, si bien 

establece la libertad de prueba como sistema de ingreso de la información 

pertinente al proceso penal39, regula lo atinente a su incorporación a través 

de  diversos medios de prueba, clasificados de conformidad con la fuente de 

donde emane, a saber: la inspección, el allanamiento, la comprobación del 

hecho en casos especiales, la ocupación e interceptación de 

correspondencia y comunicaciones, el testimonio y la experticia40.  

 

 Si bien, de conformidad con el Art.182 del COPP, cualquier medio de 

prueba es válido para la actividad probatoria, siempre y cuando sea 

incorporado conforme a las disposiciones legales, lo cual pareciera permitir la 

incorporación de información al proceso penal a través de medios de prueba 

innominados; de la enumeración anterior, se desprende la negativa del 

legislador venezolano a incluir dentro del catálogo de medios de prueba, a 

dos figuras procesales centrales para el objetivo de este trabajo: la 

declaración del imputado y la confesión. Tal exclusión es perfectamente 

justificable si se parte de la premisa constitucional que prohíbe que persona 

alguna sea obligada a declararse culpable o declarar contra sí misma41. 

Efectivamente, la confesión y la declaración del coimputado no son medios 

de prueba en sentido estricto, ya que no pueden ser promovidos u ofrecidos 

por las partes con el fin de corroborar una hipótesis sobre la autoría de los 

hechos, sino que deben darse de manera voluntaria y de acuerdo a los 

mejores intereses de la defensa. Sin embargo, aun cuando no ostenten la 

calificación estricta de medios de prueba, tanto la confesión como la 

declaración del imputado o coimputado, pueden conformarse como 

                                                           
39

 Artículo 182 del COPP. 

40
 Artículos 186 al 228 del COPP. 

41
 Artículo 49, numeral 5 de la CRBV. 
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mecanismos de ingreso de información al proceso, la cual puede ser 

valorada por el juzgador y utilizada para sustentar su decisión. 

 

 No obstante lo anterior, a diferencia de lo que sucede con la 

confesión, la cual bajo ninguna circunstancia modificará su naturaleza 

jurídica; la declaración del coimputado puede observar a lo largo del proceso, 

modificaciones esenciales que inciden directamente en su valor probatorio, 

llegando incluso, bajo circunstancias específicas, a variar de tal manera su 

naturaleza jurídica que bien puede pasar a considerarse un testimonio42, 

trayendo como consecuencia su calificación como medio de prueba en 

sentido estricto, así como el tratamiento del coimputado como testigo con 

todas las implicaciones legales que esto conlleva. 

 

I.2.C ÓRGANO DE PRUEBA. 

 

Determinados medios de prueba ameritan la intervención de otras 

personas, con el fin de trasladar al conocimiento del juez, todo lo atinente a 

la materia objeto de prueba que se pretende comprobar. Ahora bien, la 

persona intermediaria que se interpone entre el objeto de prueba y el juez y 

que le suministra a éste el conocimiento del objeto de prueba43, se denomina 

órgano de prueba. 

 

 Así, órgano de prueba es la persona por medio de la cual se adquiere 

en el proceso el objeto de prueba, es decir, por medio de la cual dicho objeto 

llega al conocimiento del juez y eventualmente de los demás sujetos 

procesales44. 

 

 Ahora bien, si de acuerdo a lo antes afirmado y a lo establecido en el 

COPP, la confesión y la declaración del coimputado, no se consideran como 

                                                           
42

 De conformidad con los parámetros del artículo 208 del COPP. 

43
 Florian Eugenio. De las Pruebas Penales. Editorial Temis. Bogotá, 1990, p. 173. 

44
 Ídem, p. 174 
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medios de prueba en sentido estricto; menos aun puede, en el contexto de 

su declaración, calificarse como órgano de prueba al imputado o coimputado 

como lo afirma parte de la doctrina venezolana45. Sin embargo, en caso de 

que el imputado o coimputado decida libremente declarar, e incluso confesar 

su participación en los hechos, pasaría a comportarse en este caso como un 

vehículo de transferencia de la información desde su continente original (en 

este caso la intimidad o psiquis del imputado o coimputado) al conocimiento 

del juez o de los otros sujetos procesales; por lo que resultaría incorrecto 

otorgarle el calificativo de órgano de prueba. 

 

Cabe aquí hacer la salvedad de lo referente al imputado o coimputado 

como órgano de prueba en lo atinente a su examen corporal y mental, 

regulado en el artículo 195 del COPP;  ya que en tal caso, si bien la prueba 

materialmente emana del cuerpo del imputado o coimputado, el medio de 

prueba no es la persona de donde proviene la muestra físicamente, sino el 

informe que en tal sentido elabore un experto y el testimonio que éste brinde 

en relación a su estudio. En tal caso, el órgano de prueba es el experto que 

debe rendir testimonio, y no el imputado o coimputado de donde se haya 

obtenido material para realizar los estudios correspondientes. 

 

 Por otra parte, debe reiterarse la tesis aquí sostenida, en cuanto a la 

posibilidad que se asomó en referencia a los medios de prueba, en relación a 

la evolución que durante del curso del proceso puede observar la declaración 

y/o la confesión del imputado o coimputado, llegando a ostentar la 

                                                           
45

 Delgado Salazar, Roberto: Las Pruebas en el Proceso Penal Venezolano. 4ta edición. Vadell Hermanos Editores. 

Caracas 2010. p 23. Afirma Delgado Salazar, que órgano de prueba es toda persona portadora o formadora de la 

información que sirve para establecer la veracidad o falsedad de los hechos del proceso: el testigo, el experto, el 

imputado, el juez, el fiscal o policía (en la inspección), el que suscribió o autorizó el documento. Tampoco 

suscribimos la calificación del juez como órgano de prueba, sostenida por Delgado Salazar,  ya que acogemos la 

tesis de Florian, en su obra De las Pruebas Penales. Editorial Temis. Bogotá, 1990, p. 174.; según la cual, mal 

puede el juez fungir como órgano de prueba cuando su conocimiento directo de la prueba es sólo parte de su 

normal actividad probatoria; además el órgano de prueba naturalmente queda sometido a la apreciación del juez, 

pero es lo cierto que el juez no puede juzgarse… a sí mismo.  



22 
 

denominación de testimonio, lo que le llevaría adicionalmente a calificarse 

como testigo, con todas las consecuencias legales de tal denominación; 

entre ellas, la de configurarse como un órgano de prueba en el sentido 

estricto del término. 

 

I.3 LA PRUEBA EN LOS SISTEMAS INQUISITIVO Y ACUSATORIO. 

 

Todas las figuras procesales, y especialmente aquellas que se refieren 

directamente a la persona del imputado o acusado, se ven influenciadas por 

el tipo de sistema que sustenta el proceso en el cual se desarrollan. 

Especialmente, en relación al tratamiento que se otorga al imputado, es 

necesario situar la discusión en un ámbito espacial y temporal determinado. 

Ello así, resulta menester señalar los principales elementos y características 

de los dos sistemas fundamentales que pueden sustentar el proceso penal: 

el inquisitivo y el acusatorio, para posteriormente identificar al sistema 

procesal venezolano de conformidad con estos parámetros. 

 

 Tales sistemas observan importantes diferencias, no sólo en su 

conformación exterior atinente a los pasos procedimentales de cada proceso 

en particular, sino en cuanto al contexto histórico, político y social que los 

comprende. Es así, como en los gobiernos democráticos, domina el sistema 

acusatorio, en el cual la sociedad entiende en cada proceso en contra de un 

ciudadano, un atentado a la libertad civil e individual, y sospecha por tanto, 

del poder que le persigue46. Por el contrario, el sistema inquisitivo deviene 

directamente del poder monárquico, que considera la persecución criminal 

como de interés de la seguridad y del orden público47. 

 

 Tales contextos políticos, evidentemente han traído consigo 

consecuencias de orden procesal de conformidad con el interés inmediato a 

                                                           
46

Mittermaier, Karl Joseph Anton. Trattato della Pruova in Materia Criminale. Stabilimento tipografico-librario, 

Palermo, 1857, p. 34. 

47
 Ídem, p.34 
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proteger, ya sea el Estado como institución garante de la estabilidad social o 

el individuo como centro de toda la reflexión académica y política, y como 

razón de ser del Estado.  

 

El primero de los casos, hace referencia al proceso inquisitivo, en el 

cual la defensa del Estado amerita la participación de un juez instructor, que 

detiene, interroga, investiga y condena. No hay acusador ni acusado, sino 

únicamente el juez (el inquisidor) que investiga y juzga; y, el objeto de su 

actividad (el inquirido)48. Evidentemente, al no existir una figura distinta a la 

del juez, encargada de la indagación criminal, la investigación tenderá con 

frecuencia a crear una predisposición en el juez sobre la apreciación del 

individuo sometido al proceso, y en consecuencia sobre la valoración de los 

elementos de prueba producidos. Por lo tanto, el juez en este proceso no es 

imparcial, sino que se siente preponderantemente un órgano de la 

persecución penal, y por el otro lado, el inquirido está prácticamente 

indefenso; no puede defenderse de modo suficiente49. 

 

Ahora bien, tal proceso y sus características particulares, tienen una 

influencia directa sobre el tratamiento que se da a las pruebas penales, y en 

consecuencia sobre la persona del imputado o coimputado en su actividad 

como órgano de prueba impropio50, ya que acoge el sistema de prueba 

legal51, el cual es coetáneo y compañero del sistema inquisitivo, que a su vez 

es producto del despotismo y de la oscura tiranía52; según el cual un medio 

de prueba debe ser valorado de conformidad con las reglas y tarifas 

específicamente establecidas en la ley para tal fin. 

 

                                                           
48

 Roxin, Claus. Op. cit., p.86. 

49
 Ídem, p.86. 

50
 Calificación propuesta en este estudio, a desarrollar en el capítulo II.1. 

51
 Los sistemas de valoración de la prueba, serán ampliamente desarrollados en el capítulo III.1 de esta obra, 

contentiva de la apreciación de la declaración del coimputado. 

52
 Fredas, Pietro. Introducción a la tercera edición de “De las Pruebas Penales”, de Eugenio Florian. Editorial Temis. 

Bogotá, 1990, p. 29. 
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 Por su parte, el proceso acusatorio, se fundamenta en la diversidad de 

funciones, una de acusación, otra de defensa, y otra de decisión, lo cual 

genera en el juez el conocimiento estrictamente necesario para fundamentar 

una decisión, ya que no ha tomado parte de la investigación y no tiene una 

idea preformada de la participación del imputado o acusado en los hechos 

objeto del proceso. De esta manera, la defensa del reo se ve beneficiada por 

la presencia de un juez imparcial, que obtiene información tanto de la 

acusación como de la defensa.  

 

 En este proceso, aun cuando se mantiene la persecución penal en 

manos del Estado, se otorgan las funciones de investigación y acusación a 

una institución distinta a la persona del juez, esto sólo puede suceder si el 

Estado asume tanto la tarea del acusador como la del juzgador, lo cual sólo 

es posible a través de la creación de una autoridad de acusación estatal, la 

fiscalía53. 

 

 La incidencia de este proceso en el tratamiento de la prueba penal, se 

debe primordialmente al sistema de valoración de la prueba que se le 

vincula; ya que a diferencia del proceso inquisitivo y su característico sistema 

de prueba legal, el proceso acusatorio suele acoger el sistema de libre 

convicción del juez, de conformidad con el cual, el juez debe acudir a su 

propio intelecto, a la lógica, a los mecanismos que permite la ciencia, y a la 

experiencia, a fin de apreciar los medios de prueba producidos en el proceso, 

y emitir un pronunciamiento definitivo54. 

 

 En efecto, en los regímenes democráticos y por lo general en los que 

se basan en la libertad personal, el proceso penal se plasma y se adelanta 

como proceso acusatorio, oral, público, de decisión inmediata, y se desarrolla 

en el ambiente de la libre convicción55 como mecanismo de valoración de la 
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 Roxin, Claus. Op. cit, p. 86 

54
 Los sistemas de valoración de la prueba, serán ampliamente desarrollados en el capítulo III.1 de esta obra. 

55
 Fredas, Pietro. Op. cit, p. 30 
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prueba. Por su parte, los regímenes opresivos se inclinan por un proceso 

penal de corte inquisitorio, secreto, escrito y prolongado, que le arrebata la 

libertad al juez56, y le obliga a apreciar las pruebas de conformidad con la 

tarifa legal que se le haya indicado, por lo que su convicción se ve limitada a 

los parámetros ya prescritos, de los cuales es meramente un aplicador.  

 

 Ahora bien, el ordenamiento procesal penal venezolano, recoge 

mayoritariamente las normas de un sistema acusatorio, en el cual el Estado 

juega un doble rol a través de dos instituciones autónomas: por una parte 

acusa, por medio del Ministerio Público, y por la otra decide, mediante la 

actuación del Poder Judicial; en un proceso que observa los principios 

básicos de un sistema eminentemente acusatorio, como son la oralidad, la 

inmediación, la publicidad y la contradicción. Por lo tanto, y de acuerdo a lo 

establecido en el COPP57, la valoración de la prueba en el ordenamiento 

jurídico venezolano, se corresponde con el sistema acusatorio, y se 

fundamenta en el sistema que la doctrina ha denominado como sana crítica, 

el cual es una variante del sistema de libre convicción, según la cual el juez 

debe valorar las pruebas de acuerdo a las reglas de la lógica, los 

conocimientos científicos y las máximas de experiencia.  

 

 Por lo tanto, todo el análisis central de este trabajo, sobre la 

naturaleza jurídica de la declaración del coimputado y su valoración 

probatoria, debe enmarcarse dentro del contexto jurídico del sistema 

acusatorio recogido ampliamente en el COPP, y su consecuente método de 

valoración de la prueba: la libre convicción, específicamente en el caso 

venezolano: la sana crítica. 
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 Ídem, p.30. 

57
 Art. 22 del COPP. 
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I.4 CLASIFICACIÓN DE LA PRUEBA. 

 

Hemos decidido hacer una breve mención sobre la clasificación de la 

prueba con el fin de precisar la naturaleza de la declaración del imputado y 

del testimonio, dentro de la categorización más común de las diversos tipos 

de prueba. A la vez, resulta importante abordar, aunque sucintamente, la 

diferencia existente entre la clasificación de las pruebas, atendiendo a la 

institución procesal de la prueba de manera ontológica; y, la clasificación de 

los medios de prueba, como las diversas figuras que envuelven a la prueba y 

la introducen al proceso penal, con arreglo a la regulación de la ley adjetiva 

penal. 

 

 En tal sentido, además de la clásica distinción entre prueba histórica y 

prueba crítica, la doctrina penal ha clasificado las pruebas desde diferentes 

puntos de vista, a saber: pruebas completas e incompletas, plenas y 

semiplenas, perfectas e imperfectas, directas e indirectas, etc.58. A los 

efectos de este trabajo, consideramos pertinente resaltar la noción de prueba 

en cuanto a su función, es decir, la de prueba crítica y prueba histórica, así 

como en relación a su objeto: pruebas directas e indirectas, con el objeto de 

ubicar dentro de tales calificaciones a la declaración del imputado y al 

testimonio. 

 

 Así, la prueba crítica es aquella cuyo análisis requiere de 

razonamiento lógico-crítico, inductivo-deductivo y científico59, sin reportar al 

juez medio de representación alguno, ni hacer alusión a una imagen distinta 

de la misma cosa examinada. Tal es el caso de los indicios, los cuales 

requieren de un análisis lógico a fin de ubicar y determinar la relación entre el 

hecho objeto del proceso, desconocido o indicado, y el hecho mediato, 

conocido y probado: el indicio. 
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 Por su parte, la prueba histórica representa un hecho pasado que se 

trata de demostrar, que suministra al juez una imagen del hecho por probar, 

y éste aprecia la verdad del hecho a través de su representación sin reflexión 

lógica alguna. Cuando el juez decide con fundamento en esta clase de 

prueba, su actividad y su función resultan similares a aquellas de un 

historiador, y requieren por lo tanto, la participación de otro sujeto, el que le 

transmite la imagen del objeto representado. Dentro de este tipo de pruebas 

se ubican tanto el testimonio, como la confesión y la declaración del 

imputado60. 

 

 Ahora bien, en lo atinente a la categorización de las pruebas de 

conformidad con su objeto, son pruebas indirectas aquellas que se refieren a 

un hecho conocido y probado al cual se califica como hecho indicador, a 

través del cual se llega a un hecho desconocido: el hecho objeto del proceso. 

Con la prueba indirecta se prueba el hecho punible y su autor, no en forma 

inmediata y próxima, sino en forma mediata, por eso se le llama prueba 

indirecta61. 

 

 En cambio, las pruebas directas son aquellas que, como su nombre lo 

indica, permiten al juez, en forma inmediata y próxima, captar, aprehender el 

hecho a probar en el proceso penal: el hecho punible y su autor62. El juez 

capta y procesa mentalmente la relación de un hecho que se identifica 

plenamente con el hecho investigado, y que se refiere a la comisión y a la 

autoría del mismo. La confesión y la declaración del imputado se catalogan 

generalmente como pruebas directas. 

 

Específicamente en lo correspondiente a la prueba de testimonio, 

afirma Salcedo Cárdenas que “el testimonio es la presencia inmediata 
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 La naturaleza jurídica sobre la declaración del imputado se tratará ampliamente en el capítulo II del presente 

trabajo. En esta sección se hace mención a ella como prueba, en sentido genérico o latu sensu 
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 Ídem. p. 23 
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(directa) del testigo ante el hecho punible. Captó mediante los sentidos su 

comisión, por su inmediación, y lo pone a disposición del juez. El testigo se 

enteró sensorialmente, en forma próxima e inmediata. Por eso es una prueba 

directa63. 

 

 En conclusión, podemos afirmar que al tratar el tema de la declaración 

del imputado, y sus institutos más cercanos, como son el testimonio y la 

confesión; estamos en presencia de pruebas de carácter histórico y directo. 

 

 Por otra parte, resulta conveniente indicar que la anterior clasificación 

responde a la naturaleza de la prueba y no a la herramienta por medio de la 

cual la misma ingresa al proceso penal. En tal caso, estaríamos en presencia 

de la clasificación de los medios de prueba, los cuales son generalmente 

recogidos por los códigos de procedimiento penal. 

 

 En el caso venezolano, el COPP, en el título sexto de su libro primero, 

regula lo relativo a los diferentes medios de prueba reconocidos 

nominalmente por el ordenamiento jurídico patrio. Tal clasificación responde 

a los mecanismos de ingreso de la prueba al proceso, y no a la naturaleza de 

la prueba como en el caso anterior. 

 

 Es así, como el COPP recoge dentro del catálogo de medios de 

prueba disponibles a los fines de incorporar información al proceso penal: la 

inspección, el allanamiento, la comprobación del hecho en casos especiales, 

la ocupación e interceptación de correspondencias y comunicaciones, el 

testimonio y la experticia; y las sub-especies de todos los anteriores. 
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CAPÍTULO II. NATURALEZA JURÍDICA DE LA DECLARACIÓN DEL 

COIMPUTADO. LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO Y EL TESTIMONIO. 

LA DECLARACIÓN DEL COIMPUTADO Y EL TESTIMONIO EN EL 

DERECHO COMPARADO Y EN EL FORO PENAL VENEZOLANO. EL 

SOBRESEIMIENTO EN EL COPP. LA ADMISIÓN DE LOS HECHOS EN EL 

COPP.  LA SEPARACIÓN DE LA CAUSA EN EL COPP. EL INFORMANTE 

ARREPENTIDO EN EL COPP. 

 

 

II.1. NATURALEZA JURÍDICA DE LA DECLARACIÓN DEL COIMPUTADO. 

 

Los medios de prueba son los actos procesales destinados a introducir 

en el proceso los elementos de convicción, los cuales son regulados 

legalmente en todo su desarrollo, caracterizando el órgano y el 

procedimiento para la recepción64, con el objeto de garantizar el contralor, a 

la vez que la eficacia de la prueba. Tales medios, pueden ser exigidos por el 

juez, la fiscalía, o la defensa en el curso en un proceso penal, debiendo 

obligatoriamente ser evacuados y posteriormente apreciados en la sentencia 

definitiva. 

 

Se ha sostenido en tal sentido,  que la declaración del imputado, y por 

lo tanto, la del coimputado, no se consideran estrictamente como un medio 

de prueba, por las condiciones especiales de protección bajo las cuales 

cualquier imputado o coimputado expone únicamente cuanto le favorezca,  

sólo en caso de que así lo haya decidido libremente y sin ningún tipo de 

coerción, en relación a los hechos objeto del proceso. Es decir, en el caso de 

la declaración del imputado, ni la fiscalía puede exigir su producción en juicio, 

ni mucho menos el juez puede imponerla al imputado. Además, de tal 

declaración no pueden extraerse elementos que permitan destruir la 

condición natural de no culpabilidad, en resguardo del precepto 
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constitucional que impide obligar a una persona a declarar contra sí misma,  

ya que la declaración del imputado opera como un mecanismo de defensa y 

no de prueba de la participación del imputado en un hecho punible. 

 

 Sin embargo, es indudable que la declaración del imputado se puede 

traducir en un importante instrumento de incorporación de información a 

valorar por el juez, por lo que la hemos calificado como un medio de prueba 

impropio, de conformidad con las siguientes consideraciones. 

 

 Con el objeto de ahondar en la fundamentación de la calificación 

anterior, es menester definir al medio de prueba desde dos perspectivas 

distintas: el medio de prueba como instrumento de incorporación de 

información al proceso, y el medio de prueba en sentido técnico de 

conformidad con su regulación legal. 

 

 En el primero de los casos, ya hemos dicho que efectivamente la 

declaración del coimputado representa una manifestación de los medios de 

prueba desde el punto de vista del ingreso de información al proceso y al 

conocimiento del juez y de las partes; en consecuencia, desde una primera 

aproximación, la declaración del coimputado actúa claramente como un 

medio de prueba. Sin embargo, al acudir a su regulación legal, el Código 

Orgánico Procesal Penal le otorga un tratamiento absolutamente 

diferenciado de los medios de prueba contemplados en el título VI del libro 

primero, referido al régimen probatorio. 

 

 De acuerdo a lo establecido en el COPP65, el imputado o imputada, y 

en consecuencia, el coimputado o coimputada, tendrá derecho de 

abstenerse a declarar como también a declarar cuantas veces quiera, 

siempre que su declaración sea pertinente y no aparezca sólo como una 

medida dilatoria del proceso; lo cual evidencia una primera y relevante 

diferencia con los demás mecanismos de ingreso de información al proceso, 
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ya que, contrariamente al testimonio, al allanamiento, a la inspección, a la 

interceptación de comunicaciones, y demás medios probatorios recogidos 

nominalmente en el COPP, los cuales pueden ser objeto del uso de medidas 

de coerción e incluso de coacción por parte del Estado con el fin de su 

obtención; la declaración del imputado se producirá únicamente si éste así lo 

decide libremente. 

 

 Una segunda diferencia a resaltar, surge del objeto de la declaración 

del imputado en relación con el objeto de los demás instrumentos de 

introducción de información al proceso. En tal sentido, establece el COPP en 

su artículo 182 el principio procesal de la libertad de la prueba, según el cual 

se podrán probar todos los hechos y circunstancias de interés para la 

correcta solución del caso y por cualquier medio de prueba, siempre y 

cuando se incorpore de conformidad con lo dispuesto en el ordenamiento 

jurídico, lo cual supone que los medios de prueba podrán utilizarse con el fin 

de probar cualquier hecho que se considere relevante para la consecución 

de la verdad material. Ahora bien, el artículo 133 del COPP, dispone que la 

declaración del imputado es un medio para su defensa, y por consiguiente 

tiene derecho a explicar todo cuanto sirva para desvirtuar las sospechas que 

sobre él o ella recaigan, lo cual evidencia las restricciones que sobre tal 

declaración operan. 

 

 Si bien, ilustres autores han sostenido una posición que otorga 

carácter ilimitado al contenido de la declaración del imputado, alegando que 

una vez que éste  ha decidido libremente convertirse en órgano de prueba, y 

transmitir información al conocimiento del juez y de las partes, no es posible 

establecer limitaciones o distinciones66, la legislación procesal venezolana 

propone un abordaje de corte, a todas luces, garantista, al establecer una 

prohibición absoluta que impide el aprovechamiento de las declaración del 

imputado con el fin de fundamentar o apoyar los argumentos de la acusación 
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en la búsqueda de una decisión condenatoria, al describir a tal instituto 

procesal específicamente como un medio para su defensa y de ningún modo 

para su persecución, limitando de esta manera el objeto de la declaración a 

los intereses de la defensa.  

 

 Por lo tanto, es posible afirmar que la declaración del imputado, y por 

ende la del coimputado, se conforman como medios de prueba impropios, 

debido a las limitaciones que observan tanto en su producción como en su 

objeto, ya que pueden efectivamente comportarse como medios de prueba 

siempre y cuando se produzcan con absoluta libertad y espontaneidad, y en 

el entendido de que el objeto de tales pruebas debe inexorablemente ser la 

comprobación de la tesis de la defensa; y, bajo ningún respecto, la de la 

acusación. 

 

 Sin embargo, un análisis distinto emana de una manifestación 

particular de la declaración del imputado: la confesión. 

 

 La confesión, llamada generalmente la reina de las pruebas, o 

probatio-probatissima67, es el acto procesal mediante el cual un imputado o 

acusado reconoce libremente su participación en uno o varios hechos 

punibles, así como el grado de su intervención. Tal reconocimiento, se da en 

el curso de la declaración del imputado, la cual, se ha advertido ya, debe 

ocurrir de manera libre y espontánea.  

 

 Como se ha indicado, tanto la declaración del imputado como la 

confesión, no forman parte del catálogo de medios de prueba recogidos 

expresamente en el COPP68. Tal exclusión se corresponde con el 

fundamento filosófico del proceso penal venezolano, sustentado en el 

respeto a los derechos humanos y a las garantías del debido proceso, y 
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manifiesta el estricto apego de la ley procesal penal a las disposiciones 

constitucionales sobre la materia. 

 

 Sin embargo, la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela, aun cuando la regula y la limita ostensiblemente, reconoce el 

valor probatorio de la confesión cuando es recogida sin coerción o coacción 

alguna,  como lo dispone en el numeral 5 de su artículo 49:  

 

“Artículo 49.El debido proceso se aplicará a todas las 

actuaciones judiciales y administrativas; en consecuencia:  

Omissis… 

 

5. Ninguna persona podrá ser obligada a confesarse 

culpable o declarar contra sí misma, su cónyuge, 

concubino o concubina, o pariente dentro del cuarto grado 

de consanguinidad y segundo de afinidad. 

 

La confesión solamente será válida si fuere hecha sin 

coacción de ninguna naturaleza.” 

 

Ahora bien, la declaración del imputado o coimputado, aun cuando no 

se encuentra incorporada al elenco de medios probatorios del COPP, está 

rigurosamente regulada en los artículos 132 y siguientes, mientras que la 

confesión no está contemplada ni en el catálogo de medios de prueba, ni el 

resto de las previsiones de tal cuerpo normativo, en una clara demostración 

de la intención del legislador de subordinar la búsqueda de la verdad material 

al respeto de los derechos y garantías procesales del imputado; ya que, si 

bien la confesión es una manifestación de la declaración del imputado, en 

aquella el contenido necesariamente debe ser incriminatorio para el 

confesante, mientras que la simple declaración puede contener afirmaciones 

que apunten en cualquier dirección, y aun cuando posea elementos 

negativos a la causa de la defensa, no podrá ser utilizada con ánimo 
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incriminatorio, por cuanto su naturaleza procesal es la de un medio para la 

defensa del imputado y no para su persecución.  

 

 De acuerdo a lo defendido por Florian, en el momento en que se dio el 

primer paso adelante en la ofensiva contra el proceso inquisitorio, los 

recuerdos del proceso acusatorio colocaron sin titubeos la confesión fuera 

del campo de las pruebas69, lo cual conllevaría inmediatamente su exclusión 

como medio de prueba. Sin embargo, en un proceso penal caracterizado por 

la garantía de los derechos del imputado o acusado a la vez que por la 

búsqueda de la verdad material, esto no es absolutamente cierto. 

 

 Afirma el mismo autor, que la figura del imputado es poliédrica, pues 

en él se manifiestan la calidad de parte: en cuanto posee y ejerce los 

derechos procesales que como parte le competen; la calidad de objeto de 

prueba: en cuanto su persona puede ser sometida a investigación física y 

química; y la cualidad de órgano de prueba: ya que de él puede emanar 

información sobre el objeto de prueba70, siempre y cuando la información que 

de él emane sea exteriorizada de manera voluntaria y sin coerción alguna.   

 

 En tal virtud, si el imputado o acusado, decide libre y 

espontáneamente reconocer su participación en los hechos punibles que se 

le atribuyen, y se somete, en el caso venezolano, al procedimiento por 

admisión de los hechos, establecido en el título IV del libro tercero del COPP, 

el contenido de la declaración de la cual se origine la admisión de los 

hechos, es decir: su confesión, obra como medio de prueba en sentido 

estricto, y en tal sentido debe ser valorada por el juez. 

 

No obstante, es de destacar que, aun cuando tanto la declaración del 

imputado en sentido estricto como la confesión, pueden configurarse como 

medios de prueba de conformidad con lo anteriormente afirmado, el peso 
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probatorio de la declaración que no comporte la confesión es 

considerablemente superior, ya que la pura negación, si a ella no se oponen 

otras pruebas, puede conducir a la absolución, mientras que la sola 

confesión no puede producir la condena71. 

 

En tal sentido, mientras en materia civil la confesión ha mantenido su 

naturaleza simple, o sea, de acuerdo con el principio confessus pro judicatur 

erit72, en materia penal ha realizado una verdadera evolución en el sentido de 

que es necesario rodearla de requisitos para asegurar, en lo posible, su valor 

probatorio73. Es por ello, afirma Borjas, que el principio a que nos hemos 

referido, o sea, confessus pro judicatur erit, no tiene hoy aplicación, porque 

en presencia de las confesiones mentirosas, por desequilibrio mental de los 

histéricos, o de las confesiones por jactancia; la confesión ha perdido su 

crédito de antaño, y no se le considera plena sino cuando concurren en ella 

determinadas circunstancias que la abonen o garanticen74. 

 

Por lo tanto, la confesión puede erigirse como un medio de prueba 

bajo el supuesto de que haya sido otorgada de manera voluntaria y libre de 

coerción o coacción alguna; sin embargo, para ser utilizada como 

fundamentación o motivación de una sentencia condenatoria, debe venir 

acompañada de otros elementos de prueba que soporten una tesis análoga, 

de otra manera, aun cuando obre como medio de prueba, su incorporación al 

proceso podrá ser legal y legítima, pero inútil a los fines de una condena. 

 

 De todo lo anterior, se desprende la calificación de la declaración del 

imputado y la confesión, como variante de ésta, como medios de prueba 

impropios, ya que, si bien es cierto que generalmente se comportan como 

                                                           
71

 Ídem, p. 199. 

72
 Término latino acuñado por el jurisconsulto romano Paulo, que significa: “El confeso se tiene por juzgado”. 

Extraido del Digesto 42,1,50,1. 

73
 Chiossone, Tulio. Op. Cit., p. 231. 

74
 Borjas Arminio, citado por Chiossone, Tulio, en la Op. cit., p. 232. 
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medios de prueba en cuanto a su función de conducción de información al 

conocimiento del juez,  no siempre se configuran como tales en cuanto a la 

regulación de su objeto, órgano, y manera de recepción y apreciación; 

elementos que se consideran indispensables para la concepción de un medio 

de prueba en sentido técnico75, y que en el caso que nos ocupa, dependerá 

exclusivamente de la libre voluntad del declarante, el cual bajo ningún 

supuesto es susceptible del uso de la fuerza ni de la imposición de sanciones 

por negarse a declarar, ni menos aún, por negarse a confesar. 

 

II.2. LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO Y EL TESTIMONIO. 

 

Tanto la declaración del imputado como el testimonio, fungen como 

mecanismos de incorporación de información al proceso, que emanan de 

una persona que goza de un conocimiento privilegiado sobre los hechos 

investigados, y que rinde una declaración con el fin de transmitir esa 

información al juez y a las partes del proceso. 

 

 Sin embargo, como ya se ha advertido, la declaración del imputado no 

es un medio de prueba en sentido técnico, y ha sido definida como un medio 

de prueba impropio, mientras que el testimonio es el medio de prueba más 

importante en el proceso penal, ya que como afirma Chiossone, es la prueba 

propia y necesaria de este proceso, a diferencia de lo que sucede en el 

proceso civil en donde es de excepción y llena de limitaciones76. 

 

Más aun,  tales declaraciones, aunque muy similares en su prestación, 

observan importantes diferencias en su fundamento y regulación, que son 

harto conocidas y compartidas por la generalidad de la doctrina. Es así, 

como el testimonio está sometido a reglas diferentes, que observan mucho 

más rigor que aquellas atinentes a la declaración del imputado.   
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  El Código Orgánico Procesal Penal dispone, en lo atinente al régimen 

probatorio, lo relativo a la regulación del testimonio como medio de prueba. 

En tal sentido, establece el artículo 208:  

 

“Artículo 208. Todo habitante del país o persona que se 

halle en él tendrá el deber de concurrir a la citación 

practicada por un tribunal con el fin de que preste 

declaración testimonial, de declarar la verdad de cuanto 

sepa y le sea preguntado sobre el objeto de la investigación, 

y de no ocultar hechos, circunstancias o elementos sobre el 

contenido de su declaración.”…Omissis. 

 

De donde se desprenden las obligaciones fundamentales de la persona del 

testigo como órgano de prueba del medio de prueba testimonio. En tal 

sentido, el primer deber del testigo es el de concurrir a la citación practicada 

por un tribunal. Tal obligación, está sometida a normas complementarias que 

hacen su aplicación exigible, y por tanto susceptible de ser objeto de 

medidas de coerción e incluso coacción por parte de las autoridades del 

Estado.  Así, el artículo 212 del COPP, dispone:  

 

“Artículo 212. Si el o la testigo no se presenta a la primera 

citación, se le hará comparecer por medio de la fuerza 

pública.” 

  

Una vez presente en la sede del tribunal, el testigo está en la 

obligación de decir cuanto sepa y de no ocultar información alguna en 

relación a los hechos objeto del proceso y a las preguntas que en tal sentido  

realicen las partes. En este caso, ya no sólo tal obligación es exigida por una 

norma de orden procesal, sino que su incumplimiento se considera de tal 

magnitud que el derecho penal sustantivo lo tipifica como hecho constitutivo 

de delito contra el bien jurídico administración de justicia. 
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 En torno a lo anterior, el Código Penal en su artículo 238 describe 

como autor de un hecho punible, a quien habiendo sido convocado por la 

autoridad judicial en condición de testigo, se excuse de comparecer sin un 

motivo debidamente acreditado como justificado, en los siguientes términos:  

 

“Artículo 238. Todo individuo que llamado por la autoridad 

judicial en calidad de testigo, experto, médico, cirujano o 

intérprete, se excuse de comparecer sin motivo justificado, 

será castigado con prisión de quince días a tres meses. El 

que habiendo comparecido rehúse sin razón legal sus 

deposiciones o el cumplimiento del oficio que ha motivado 

su citación, incurrirá en la misma pena. 

 

Además de la prisión se impondrá al culpable la 

inhabilitación de su profesión o arte por un tiempo igual al de 

la prisión, terminada ésta.”… Omissis. 

 

 De la misma manera, en su artículo 242, el Código Penal tipifica el 

delito de falso testimonio en los siguientes términos: 

 

“Artículo 242. El que deponiendo como testigo ante la 

autoridad judicial, afirme lo falso o niegue lo cierto o calle, 

total o parcialmente, lo que sepa en relación a los hechos 

sobre los cuales es interrogado será castigado con prisión 

de quince días a quince meses. 

 

 Si el falso testimonio se ha dado contra algún indiciado 

por delito o en el curso de un juicio criminal, la prisión será 

de seis meses a treinta meses, y si concurren esas dos 

circunstancias, será de dieciocho meses a tres años. 

 

 Si el falso testimonio ha sido la causa de una sentencia 

condenatoria a pena de presidio, la prisión será de tres a 

cinco años.”… Omissis. 
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 Conforme a lo anterior, es posible identificar diferencias sustanciales, 

no sólo entre el testimonio y la declaración del imputado, sino a la vez, entre 

el testigo y el imputado declarante, de acuerdo a las obligaciones de cada 

uno y a las consecuencias de su incumplimiento. 

  

Testigo es quien, sin estar excluido de esa posición por un papel 

procesal de otro tipo, debe dar a conocer sus percepciones sobre los hechos 

ante el juez por medio de una declaración77, es decir, de acuerdo con esta 

percepción, para calificar como testigo en el sentido técnico del término, la 

persona no puede haber tenido participación alguna en los hechos objeto del 

proceso; lo cual genera las siguientes consecuencias: en primer lugar, un 

imputado no puede considerarse como testigo de los hechos en que se 

presume ha participado; y, por lo tanto, su declaración no puede ser exigida, 

su contenido no necesariamente debe ser cierto, y su conducta no es 

susceptible de sanción de acuerdo a los dispuesto en los artículos 238 y 242 

del Código Penal, contentivos de los delitos antes transcritos. 

 

Sin embargo, tales aseveraciones se encuentran meramente basadas 

en la doctrina y no en la ley adjetiva penal, ya que el Código Orgánico 

Procesal Penal, en su regulación sobre los testigos, se limita a señalar a 

quienes están exentos de la obligación de declarar78, mas no señala quienes 

están excluidos de declarar como testigos, como lo hacía el antiguo Código 

de Enjuiciamiento Criminal (CEC), el cual, en su artículo 255 establecía:  

 

“Artículo 255. No son testigos hábiles ni a favor ni en contra 

del reo: 

…Omissis.  

4. Los coautores, cómplices o encubridores del delito.” 
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Tal norma plasmaba como imposible que el imputado, en calidad de 

coimputado, rindiera declaración como testigo, lo cual no sólo establecía una 

forma de exclusión de la cualidad de testigo, sino también una regla de 

tasación o tarifado de la prueba79. 

 

Ahora bien, hemos establecido que el sistema procesal penal 

venezolano, de conformidad con los parámetros del COPP, está gobernado 

por el sistema acusatorio, y que, en consecuencia, el mecanismo de 

valoración de la prueba que priva en el foro penal patrio es el de la sana 

crítica80; por lo tanto, la falta de inclusión de normas sobre la tarifa legal de 

los diversos medios de prueba, no es casual, sino mas bien responde a una 

política criminal expresada en un código que acoge el sistema acusatorio y 

su régimen de valoración de pruebas. 

 

De lo anterior, se colige que han quedado derogadas todas aquellas 

limitaciones que tradicionalmente se conocían sobre la capacidad que tiene 

una persona para declarar. Únicamente hay dos situaciones de gran 

importancia en cuanto a la obligación de declarar, ya que se presume un 

conocimiento previo del delito, éstas son: aquellos que están exentos de 

declarar; y aquellos que están exentos de concurrir81. Sin embargo, en 

ambos casos, regulados en el COPP en los artículos 209 y 210, se permite 

que quien quiera concurrir y rendir declaración como testigo, aun cuando no 

esté obligado, puede hacerlo libremente.  

 

Sin embargo, aun cuando la exclusión del imputado como testigo, no 

está recogida en el COPP, se podría señalar que tal diferencia de tratamiento 

entre el testigo y el imputado declarante, estriba en la garantía de los 
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 Pérez  Sarmiento, Eric Lorenzo, Manual de Derecho Procesal Penal.  2ª Edición. Vadell Hermanos Editores. 

Caracas-Valencia, 2006, p. 212. 

80
 De conformidad con el artículo 22 del COPP. 

81
  Maldonado, Pedro Osman. Derecho Procesal Penal Venezolano. Segunda edición. Impreso por Italgráfica. 

Caracas, 2002, p.367. 
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derechos de quien se ve sometido a un proceso penal y enfrenta una posible 

sentencia condenatoria, y está fundamentada en la norma constitucional que 

exime al imputado de declarar contra sí mismo. En tal sentido, el artículo 49 

de la CRBV, en su numeral 5 reza: 

 

“Artículo 49. El debido proceso se aplicará a todas las 

actuaciones judiciales y administrativas; en consecuencia: 

…Omissis.  

5. Ninguna persona podrá ser obligada a confesarse 

culpable o declarar contra sí misma.”…Omissis. 

 

 Ahora bien, de la lectura del extracto anterior, se evidencia una 

prohibición expresa a la coerción o coacción sobre una persona  a rendir una 

declaración que le perjudique en su propia causa, pero difícilmente se 

observa una norma que prohíba la participación de un coimputado en calidad 

de testigo, cuando su declaración se refiera a la participación de otro 

coimputado en los mismos hechos. Sin embargo, la doctrina coincide en 

señalar que el imputado no puede presentarse como testigo en la propia 

causa, así como tampoco puede un coimputado ser interrogado como testigo 

sobre la contribución al hecho de otro imputado82. 

 

 No obstante lo anterior, la pluralidad de imputados o acusados en un 

proceso penal, obliga a un análisis más agudo sobre la posibilidad de 

convocar a un coimputado a rendir declaración de calidad de testigo, con las 

consecuencias legales que tal tratamiento conlleva. 

 

II.3 LA DECLARACIÓN DEL COIMPUTADO Y EL TESTIMONIO EN EL 

DERECHO COMPARADO Y EN EL FORO PENAL VENEZOLANO. 

 

Desde un punto de vista estrictamente estructural, la prueba 

testimonial siempre es una, ya sea proporcionada por la parte o por un 
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 Roxin, Claus. Op. cit., p. 220 
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tercero, pero la posición diversa del testigo con relación a la res iudicanda, 

determina que, en comparación con el imputado, el testimonio de una 

persona diversa de éste, sea también diversamente regulado83. 

  

 El término “persona diversa del imputado”, pareciera tan sencillo que 

detenerse en su análisis se puede considerar una actividad inoficiosa, sin 

embargo, existe una importante dificultad en cuanto a la relación entre el 

imputado y la persona distinta de él, ya que existe un término medio: el co-

imputado84. 

 

Coimputado es todo sospechoso de haber intervenido en el hecho, 

contra el cual también se dirige la investigación85, al tiempo que se investiga 

a otro u otros individuos por la comisión del mismo hecho punible y en el 

curso de un mismo proceso; por lo tanto, ante la pluralidad de individuos 

objeto de la investigación en el desarrollo de un mismo proceso penal,  se 

afirma que se está en presencia de dos o más coimputados.  

  

 Ahora bien, la declaración del coimputado es una especie del género 

declaración del imputado, que tiene lugar cuando en un mismo proceso 

penal se señala a dos o más personas como autores o partícipes de los 

hechos punibles objeto del proceso; por lo tanto, en su esencia, naturaleza 

jurídica, función y sustrato orgánico, no existe diferencia alguna entre la 

declaración del imputado y aquella del coimputado, por lo que hasta aquí, se 

han tratado indistintamente a los fines de su análisis ontológico. Sin 
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 Carnelutti, Francesco. Diritto e Processo Civile e Penale. Biblioteca Clásicos del Derecho, tomo 4. Editorial 

Pedagógica Iberoamericana, S.A. de C.V., Traducida por Enrique Figueroa Alfonzo, México D.F. 1997, p. 392. El 

término preciso utilizado por Carnelutti al referirse a la persona del declarante en el supuesto presentado, es el de 

CO-JUZGANDO. A los efectos de mantener coherencia discursiva en el presente trabajo, se ha modificado por el 

término imputado. 

84
 Como lo señala Carnelutti, Francesco en  Diritto e Processo Civile e Penale. Biblioteca Clásicos del Derecho, 

tomo 4. Editorial Pedagógica Iberoamericana, S.A. de C.V., Traducida por Enrique Figueroa Alfonzo, México D.F. 

1997, p. 392.  

85
 Roxin, Claus. Op. cit., p.220. 
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embargo, en su aplicación pueden generar grandes diferencias en el 

resultado del proceso. 

  

 Tales diferencias provienen de la relación existente entre la 

declaración del coimputado y el medio de prueba “testimonio”, la cual puede 

ser inmensamente más complicada que la existente entre éste último y la 

declaración del imputado en sentido estricto, en donde los límites entre una y 

otra figura se encuentran perfectamente establecidos, haciendo imposible 

una mutación de una simple declaración del imputado al medio de prueba 

testimonio. Sin embargo, los límites entre la declaración del coimputado y el 

medio de prueba testimonio no se presentan como infranqueables a esta 

transición, por lo que merecen un análisis independiente. 

 

Diversas posiciones doctrinarias, disposiciones legales, así como 

situaciones procesales, dan pie a la complicada relación existente entre la 

declaración del coimputado y el testimonio, ante la cual resulta complicado 

definir si se está en presencia de una o de otra.  

 

 En una acepción jurídico-gramatical, el testimonio es una declaración 

hecha por un testigo en juicio86. El vocablo testigo, se refiere a quien ve, oye 

o percibe por otro sentido algo en que no es parte, y que puede reproducir 

de palabra o por escrito, o por signos87. Es decir, un testimonio formal, se 

refiere a una declaración producida en el curso de un proceso, hecha por 

una persona que sin ser parte de los hechos ha percibido de alguna manera 

lo sucedido, pudiendo reproducirlo frente a la autoridad judicial. En tal virtud, 

señala Chiovenda que testigo es la persona, distinta de los sujetos 

procesales, a quien se cita para que exponga al juez las observaciones 

propias sobre hechos ocurridos y de importancia para el proceso88. 
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 Cabanellas, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. 14ª edición, Revisada, actualizada y 

ampliada por Luís Alcalá- Zamora y Castillo. Editorial Heliasta S.R.L, Buenos Aires, 1979, p. 410. 

87
 Ídem, p. 405. 

88
 Ídem, p.405. 
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 De lo anterior, podemos evidenciar dos circunstancias diferentes: en 

un primer caso se hace referencia al testigo, como  aquél que no forma parte 

de los hechos que ha percibido; mientras que, en una segunda aproximación 

se señala al testigo como alguien diferente a los sujetos procesales. En esta 

segunda acepción, se excluye totalmente la posibilidad de que un  

coimputado pueda fungir como testigo en un proceso del que él es parte. 

Esta última, pareciera ser la tesis dominante en cuanto a la posición del 

coimputado en relación a su declaración y a la naturaleza jurídica de ésta.  

 

 Como ya se ha señalado, el COPP carece de una regulación 

específica sobre la capacidad para declarar en condición de testigo, y se 

limita a indicar en su artículo 210, a quienes no están obligados a rendir 

testimonio. Sin embargo, en el Derecho comparado otras jurisdicciones han 

desarrollado a profundidad la regulación de la figura del testigo y del 

testimonio como medio de prueba, específicamente en cuanto a la 

posibilidad de que el coimputado asuma, bajo determinados supuestos, la 

condición de testigo, y en consecuencia, rinda declaración a título de 

testimonio. 

 

En este sentido, se pregunta Carnelutti si el coimputado debe ser o no 

sometido al régimen de testigo89, ante lo cual cita el contenido del artículo 

348-3 del Código de Procedimiento Penal italiano (CPPI) de 1930, el cual 

disponía:  

 

“Artículo 348-3. No pueden ser recibidos bajo pena de nulidad, 

como testigos, los acusados del mismo delito o de un delito 

conexo…” 
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 Carnelutti, Francesco. Carnelutti, Francesco. Diritto e Processo Civile e Penale. Biblioteca Clásicos del Derecho, 

tomo 4. Editorial Pedagógica Iberoamericana, S.A. de C.V., Traducida por Enrique Figueroa Alfonzo, México D.F. 

1997, p. 392.  
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Esta norma, contenida en el título dedicado a la instrucción formal, se 

fundamenta en la identidad de posición entre el imputado y el coimputado, 

que puede impulsar a uno o a otro a alterar la verdad para escapar a la 

pena90; no obstante, tal consideración está referida a la apreciación de la 

declaración o testimonio, y no a la naturaleza jurídica de tales institutos en 

presencia de varios coimputados en un proceso penal. 

 

 El Código de Procedimiento Penal italiano (CPPI) vigente91 incorporó 

sin embargo, una nueva aproximación sobre el posible rol del coimputado 

como testigo en un proceso del cual ha sido parte. Es así, como en su 

artículo 197, referido a la incompatibilidad con el oficio de testigo, reza:  

 

“Artículo 197. No pueden ser asumidos como testigos: 

 

a) Los coimputados del mismo delito o las personas 

imputadas en un procedimiento conexo, (de conformidad 

con el artículo 12 coma 1, letra a), a menos que en su caso 

específico, haya sido pronunciada sentencia irrevocable de 

absolución, de condena, o de aplicación de la pena de 

conformidad con el artículo 444.” 

 

De tal norma, se evidencia una evolución en el tratamiento del coimputado y 

su relación con el testimonio, al permitir que una vez producida la sentencia 

en contra de uno de los coimputados en imputados en un procedimiento 

conexo, éste pueda asumir la posición de testigo.  

 

 Como se señaló con anterioridad, el antiguo Código de Enjuiciamiento 

Criminal, vigente desde 1962 y hasta la entrada en vigencia del COPP en el 

año 1998, abordaba de manera más precisa lo atinente a la capacidad 
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 Ídem, p.392. 

91
 Código de Procedimiento Penal italiano. Decreto del Presidente de la República de Italia, del 22 de septiembre de 

1988, en vigor desde el 24 de octubre de 1989. 
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personal para testimoniar en un proceso penal, al establecer en el numeral 4 

de su artículo 255, lo siguiente:  

 

“Artículo 255. No son testigos hábiles ni a favor ni en contra 

del reo:  

…Omissis.  

4. Los coautores, cómplices o encubridores del delito.” 

  

Como se evidencia del extracto anterior, el CEC contenía 

disposiciones concretas sobre la capacidad para ser considerado como 

testigo en un proceso penal; una de las cuales excluía completamente la 

posibilidad de que un coimputado pudiera testimoniar en el mismo proceso 

del cual era parte.  

 

En el tránsito del CEC al COPP, el ordenamiento jurídico procesal 

penal venezolano acogió el principio acusatorio como fundamento del 

proceso penal, dejando atrás el sistema de la prueba legal característico del 

superado sistema inquisitivo. La regulación estricta de la prueba, propia del 

sistema de tarifa legal, dio paso a la incorporación del principio de libertad de 

prueba establecido en el artículo 182 del COPP, superando normas de 

marcado rigor como aquella contenida en el artículo 261 del CEC y 

convertida en aforismo procesal, según la cual dos testigos presenciales, 

hábiles y contestes hacían plena prueba respecto de la materia sobre la cual 

hubiere recaído su testimonio. 

 

Evidentemente, la superación del sistema inquisitivo y el paso al 

acusatorio, y la incorporación del sistema de valoración probatoria de la libre 

convicción motivada o sana crítica, incidió en la eliminación de normas que 

regularan la capacidad para fungir como testigo en la redacción del nuevo 

COPP; sin embargo, en la práctica, aquella regulación rigurosa sigue vigente 

en el foro penal venezolano. 
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En torno a lo anterior, resulta menester señalar que si bien algunos 

tribunales consideran inadmisible cualquier tipo de declaración del 

coimputado sobre los hechos en los cuales se presume su participación92, 

por su sola condición de coimputado; la absoluta mayoría del foro penal 

venezolano admite la declaración del coimputado como un medio probatorio 

a ser valorado por el juez, señalando como problema esencial en su 

tratamiento procesal, al correcto valor que debe atribuírsele de acuerdo a las 

reglas de la sana crítica, y dejando de lado cualquier deliberación sobre su 

naturaleza jurídica y su relación con el medio de prueba testimonio y con el 

órgano de prueba testigo. 

 

Es así, como jurisprudencia reiterada coincide en abordar la 

declaración del coimputado, haciendo énfasis sobre su correcta apreciación 

y no sobre los elementos de su admisibilidad en el proceso penal, o su 

naturaleza jurídica.  Así se desprende de la decisión 007-09 del 17 de marzo 

de 2009, del Juzgado Octavo de Primera Instancia en Funciones de Juicio 

de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, la cual expresa:  

  

“Ahora bien, es pertinente traer a colación que dentro del 

sistema de la sana crítica, el juez o el tribunal puede según 

sea el caso, tomar en cuenta los dichos de los coimputados 

como elemento de convicción, ya sea de cargo o como 

desincriminatorio(Sic). En ese sentido debe analizarse con 

cautela ante la probabilidad de incompatibilidades.  

La declaración del acusado debe valorarse en el caso 

singular, teniendo en cuenta primordialmente si el imputado 

niega o confiesa el hecho que se le atribuye. También debe 

tenerse en cuenta extremos como la amistad, el afecto, o los 
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 Ver sentencia decisión dictada por el Tribunal Militar Décimo Séptimo de Control del Circuito Judicial Penal Militar, 

con sede en Ciudad Bolívar, estado Bolívar, en fecha veinticuatro de octubre de dos mil once, en donde alega el 

juzgador que la sola declaración del coimputado resulta inadmisible por  intentar referirse a los hechos en los cuales 

presuntamente participó. 
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motivos de odio que pudieran existir cuando se trata de 

coimputados.” 

 

Mismo criterio defendido por la Corte Marcial, en decisión recaída en la 

causa CJPM-CM-040-11, en fecha 24 de noviembre de 2011, al afirmar que:  

 

“Omissis… a lo que si se opone rotundamente; es al erróneo 

criterio de establecer que un coimputado no puede declarar 

sobre el conocimiento que tenga sobre la implicación de 

terceros en otros delitos militares y que deba declarar en 

juicio, previendo su negativa en permitirlo por su condición 

de coimputado en la misma investigación, criterio incorrecto, 

ya que la ley, la doctrina y la jurisprudencia emanada del 

Máximo Tribunal de la República así lo establecen, dejando 

claro que la Fiscalía no le pide que declare en su contra, 

sino en contra de terceros. Todos sabemos que el valor 

probatorio de esta prueba estará a cargo del Tribunal 

colegiado de juicio quienes una vez evacuada, valoraran la 

misma de acuerdo a los principios elementales de la sana 

crítica y máxima de experiencia.” 

 

Ahora bien, como se afirmó previamente, el tratamiento que han dado 

a la declaración del coimputado los tribunales de instancia, ha hecho 

hincapié en el problema de su justa valoración por parte del juez, dejando de 

lado criterios aislados que la consideran inadmisible por proceder de un 

presunto participante en los hechos objeto del proceso. Sin embargo, escaza 

es la producción jurisprudencial sobre la naturaleza jurídica de tal institución 

procesal, sobre sus similitudes y sus diferencias con el medio de prueba 

testimonio.  

 

En tal sentido, la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo de 

Justicia, en decisión n° 294 de fecha 12 de junio de 2007, dejó claramente 
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sentado el criterio sobre el tratamiento que debe recibir la declaración del 

coimputado en torno a su naturaleza jurídica, en los siguientes términos:  

 

“En relación con esto, es pertinente destacar la doctrina 

expuesta por el autor Miranda Estrampes, en su trabajo “La 

Mínima Actividad en el Proceso Penal”, que al referirse a las 

declaraciones de los coimputados expuso lo siguiente:  

“… El coimputado no es un tercero ajeno a los hechos 

del proceso (…) sino que está directamente implicado en los 

mismos, por lo que tiene un evidente interés en el fallo que 

se haya de dictar. Su declaración no podrá, por tanto, 

sujetarse a las normas procesales que regulan las 

declaraciones testifícales en lo referente a la exigencia de 

juramento o promesa de decir la verdad (…) circunstancia 

que debe tener su necesaria repercusión en la valoración 

sobre la fiabilidad o credibilidad que merezcan sus 

manifestaciones (…) en ese sentido (…) exigir que junto a 

las declaraciones de los coimputados existan otros 

elementos de prueba, en el mismo proceso, que confirmen 

su atendibilidad (…) (elemento de verificación o 

comprobación objetiva) como soporte probatorio de la 

declaración del coimputado, de tal forma que el simple juicio 

(…) no eleva a dicha declaración a la categoría de 

argumento de prueba sino va acompañada de una 

adecuada verificación extrínseca…”. (Subrayado de la Sala 

de Casación Penal).      

Tal afirmación, evidencia la firme posición de la máxima instancia 

jurisprudencial, en torno a la imposibilidad de que un coimputado asuma, en 

cualquier circunstancia, la condición de testigo, con las consecuencias 

legales que esto conlleva. 
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Por lo tanto, en Venezuela, la exclusión absoluta del imputado como 

testigo en un proceso penal no está recogida de manera específica en una 

norma procesal penal, sin embargo, en aplicación ultra-temporal de las 

normas contenidas en el CEC; y en especial de la jurisprudencia del máximo 

tribunal, el foro penal venezolano pareciera aplicarle con todo rigor.  Ahora 

bien, ¿cuál es el fundamento legal de tal exclusión? Como se afirmó con 

anterioridad, la norma constitucional recogida en el numeral 5 del artículo 49, 

otorga basamento legal a lo que se considera el derecho absoluto de 

cualquier persona sometida a un proceso penal, a no declarar contra sí 

misma ni contra sus familiares cercanos, así como a no ser obligada a 

confesar su participación en los hechos que se le atribuyen. 

 

 Sin embargo, si bien es cierto que la CRBV en la norma antes citada 

otorga plena garantía del derecho de recibir un trato humanitario, alejado de 

prácticas dirigidas a procurar una confesión involuntaria por parte del 

imputado mediante la aplicación de técnicas de tortura; consideramos que la 

fundamentación de la exclusión de la persona del coimputado como posible 

testigo, no se encuentra en tal norma, sino en aquella que reconoce y 

garantiza su condición o estado de inocente, recogida en el numeral 2 del 

artículo 49 de la CRBV, el cual es del siguiente tenor: 

 

“Artículo 49. El debido proceso se aplicará a todas las 

actuaciones judiciales y administrativas; en consecuencia: 

Omissis… 

 

2. Toda persona se presume inocente mientras no se 

pruebe lo contrario.” 

 

 La norma constitucional parcialmente transcrita supra, encuentra su 

desarrollo específico en el artículo 8 del COPP, el cual reza: 

 

“Artículo 8. Cualquiera a quien se le impute la comisión de 

un hecho punible tiene derecho a que se le presuma 
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inocente y a que se le trate como tal, mientras no se 

establezca su culpabilidad mediante sentencia firme” 

 

 De donde se desprende, que la vía legítima para desvirtuar  el estado 

de inocencia de una persona sometida a un proceso penal, y  de comprobar 

su culpabilidad, es mediante una sentencia firme emitida por los tribunales 

de la República. 

 

 El principio de presunción de inocencia, entre los principios esenciales 

y específicos del proceso, es el más importante, ya que determina el estado 

procesal del imputado durante la investigación y enjuiciamiento, impidiendo 

que se le confiera un trato que le prive de sus derechos civiles o políticos93. 

En tal virtud, redundaría en un grave contrasentido, que ante la presencia y 

aplicación de este principio, tanto en la CRBV como en el COPP, el 

imputado estuviera obligado a incriminarse; ya que, si se le constriñe a rendir 

declaración, y más aun si le exige rendir testimonio, estaría obligado a acudir 

a la citación del tribunal, a decir la verdad, y a no guardar información de 

cuanto conozca; lo que resultaría en una autoincriminación forzosa que no 

se ajusta al tratamiento de inocente que debe otorgársele a todo imputado. 

 

Una de las derivaciones del principio de inocencia, es la aceptación y 

resguardo del estado natural de quien se somete a un proceso penal: el 

estado de inocencia, el cual justifica que la prueba no pueda significar 

imposición ni carga para el imputado94, ya que, a diferencia de la parte 

acusadora, el imputado tiene el derecho de acreditar su inocencia o 

atenuación de su responsabilidad, lo que no puede ser para él una carga95, 

de donde se evidencia que el derecho que tiene el imputado a declarar sólo 
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 Pérez  Sarmiento, Manual de Derecho Procesal Penal.  2ª Edición. Vadell Hermanos Editores. Caracas-Valencia, 

2006, p. 99. 
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 Clariá Olmedo, Jorge A., Op. cit., Tomo I, p.166. 

95
 Ídem, p. 238. 
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cuando así lo considere, está apoyado en la base constitucional del estado 

de inocencia.  

 

Surge así el que pudiéramos calificar de derecho al silencio, que no 

es sino una manifestación de la presunción de inocencia96. 

 

En el mismo sentido, otras jurisdicciones del Derecho comparado, 

reconocen el derecho a no declarar, como derivado del principio de 

inocencia. Así, en el Derecho británico, específicamente en la jurisdicción 

escocesa97, la cual está conformada por normas de Derecho Común o 

Common Law,  se suele afirmar que el imputado no es un testigo a quien se 

le pueda exigir la declaración sobre la verdad de los hechos, porque goza 

del “right to silence”, o derecho al silencio, el cual proviene de la presunción 

de inocencia98. 

 

Sin embargo, la tradición anglo-sajona reinante en la jurisdicción 

escocesa, considera tal presunción como relativa, ya que existen 

circunstancias en que el imputado puede asumir la condición de testigo y ser 

obligado a rendir declaración. En tales casos, la negativa del imputado o 

coimputado, conlleva una posible imputación por la comisión de otro delito99. 

 

Existen tres circunstancias en las cuales se considera posible que el 

imputado rinda testimonio en el sentido técnico del término, a saber: como 
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 Montero Aroca, Juan. Principios del Proceso Penal. Una Explicación Basada en la Razón. Editorial Tirant Le 

Blanch. Valencia, España, 1997, p.156. 

97
 El Reino Unido, a pesar de estar conformado como un solo país, y de estar sustentado en un único Estado cuyo 

nombre oficial es Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte; está dividido en tres jurisdicciones diferentes, 

a saber: Inglaterra y Gales; Escocia; e Irlanda del Norte. 

98
 Raitt, Fiona. Evidence: Principles, Policies and Practice. Greens Concise Scots Law. Editorial W.Green & Son 

LTD, Edinburgh, 2008, p. 25. 

99
 De acuerdo a la decisión: HM  Advocate v Airs, 1975 J.C. 64. 
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testigo en su propia causa; como testigo de la defensa de otro coimputado; y 

como testigo de la Corona100 en contra de otro coimputado.  

 

En el primero de los casos, el imputado estaba absolutamente 

imposibilitado de fungir como testigo en su propia causa hasta 1898. A partir 

de esa fecha, el imputado puede, si así libremente lo decide,  presentarse 

como testigo en su propia defensa, y debe en consecuencia asumir las 

responsabilidades de la formalidad de su declaración; es decir, debe 

testificar bajo juramento y puede ser imputado por “perjury” o perjurio, si se 

demuestra que no declaró la verdad de cuanto conocía101. Sin embargo, el 

imputado puede rehusarse a responder las preguntas realizadas por la 

Corona, ya que en este caso, aunque esté rodeado de las solemnidades del 

testimonio, su declaración se entiende que puede actuar sólo en su defensa. 

 

En el segundo supuesto, un coimputado puede llamar como testigo a 

otro coimputado a rendir testimonio en su defensa. No obstante, si ambos 

coimputados se encuentran todavía en medio del proceso, el llamado a 

testificar no puede ser obligatorio, y el coimputado decidirá libremente si 

atiende a rendir declaración o no, siempre sujeto a las normas reguladoras 

del testimonio, y a la posible comisión del delito de perjurio en caso de no 

declarar lo cierto. Sin embargo, si uno de los coimputados admite los 

hechos, u opera sobre él un sobreseimiento de la causa, puede ser llamado 

a declarar en condición de testigo y puede ser constreñido a presentarse y 

castigado por la negativa a obedecer102. 

 

En el último de los supuestos, el coimputado no puede ser llamado 

obligatoriamente en condición de testigo para testificar en contra de otro 

coimputado; de lo que se puede observar que, si bien la regulación escocesa 

                                                           
100

 La parte acusadora en el Derecho británico suele ser asumida por abogados del Estado al servicio de la Corona. 

No existe en la tradición británica la figura del Ministerio Público. 

101
 De conformidad con la decisión: HM Advocate v Carins, 1967. J.C. 37. 

102
 Raitt, Fiona. Op. cit., p. 30. 
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resulta evidentemente más rigurosa con la figura del coimputado en relación 

a su capacidad de testificar, mantiene un sistema de actuación voluntaria por 

parte del coimputado que decida declarar; sin embargo, en todos los casos 

en los que el coimputado rinde declaración sobre los hechos objeto del 

proceso en calidad de testigo, está obligado a decir la verdad bajo pena de 

ser perseguido por la comisión del delito de perjurio. 

 

Ahora bien, aun cuando en un proceso penal activo tanto para el 

coimputado que pretenda traer a otro coimputado a testificar, como para 

aquél cuyo testimonio se procure, resulte imposible la exigencia del 

testimonio; existen diversas circunstancias bajo las cuales uno de los 

coimputados puede ser llamado a testificar como testigo de la Corona; es 

decir, en contra de otro u otros coimputados, bajo la obligación de acudir a la 

citación, de rendir testimonio, y de decir la verdad de cuanto sepa sobre los 

hechos objeto del proceso. 

 

Lo anterior no opera como una excepción a la regla que impide a un 

coimputado testificar en un proceso activo contra otro coimputado, sino que 

opera sobre la condición de coimputado como tal; es decir, cuándo se 

adquiere y cuándo se pierde tal condición. 

 

En tal sentido, de conformidad con lo establecido en el artículo 266 de 

la Ley de Procedimiento Penal vigente en Escocia desde 1995, la Criminal 

Procedure (Scotland) Act 1995, un coimputado puede ser llamado a testificar 

como testigo de la Corona: 

 

1) Cuando la persona cesa en su condición de coimputado por haber 

admitido los hechos o por haber sido sobreseído; 

 

2) Si el proceso se divide en procesos independientes para cada 

coimputado; 
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3) Cuando en el curso de un proceso uno de los coimputados admite 

parcialmente los hechos, es decir, cuando admite uno o varios de 

los cargos en su contra, aunque no todos; puede ser llamado tanto 

por la Corona como por la defensa de otro coimputado a rendir 

declaración en calidad de testigo. 

 

Ahora bien, de los anteriores casos se evidencia que tanto en la 

jurisdicción italiana como en la escocesa, aun cuando evidentemente son 

dos ejemplos de sistemas jurídicos fundamentados en tradiciones 

absolutamente distintas, el tratamiento al coimputado como posible testigo 

es limitado, pero no excluido absolutamente como en el caso venezolano. 

 

Es así, como en el caso del procedimiento penal italiano un 

coimputado o un imputado por un delito conexo, una vez producida la 

sentencia en su caso específico, puede pasar a fungir como testigo en el 

mismo proceso o en el proceso conexo que aun se mantiene activo; y, en el 

caso del proceso penal escocés, de acuerdo al artículo parcialmente 

transcrito, tanto la admisión total o parcial de los hechos como la separación 

de las causas modifican de tal manera las circunstancias, que el coimputado 

puede asumir la condición de testigo y en consecuencia verse sometido a las 

regulaciones sobre tal figura. 

 

De lo anterior, se evidencia un tratamiento diferenciado a la persona 

del coimputado de conformidad con su especial situación en el proceso; ya 

que, una vez producida una decisión en su caso particular, ya sea 

condenatoria o absolutoria, se extingue la condición de coimputado y cesa 

sobre él la presunción de inocencia.  

 

 Como se señaló con anterioridad, una de las derivaciones del 

principio de inocencia, es la aceptación y resguardo del estado natural de 

quien se somete a un proceso penal: el estado de inocencia, el cual justifica 
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que la prueba no pueda significar imposición ni carga para el imputado103, 

sin embargo, ya en el contexto venezolano, de conformidad con el artículo 8 

del COPP, la producción de una sentencia firme que establezca la 

culpabilidad de una persona sometida a un proceso penal, destruye el 

estado de inocencia que hasta ese momento le amparaba, por lo que se 

extingue automáticamente el mecanismo de protección que le eximía de 

rendir declaración en condición de testigo y de la obligación de decir la 

verdad de cuanto conociera sobre los hechos objeto del proceso. 

 

De la misma manera, al pronunciarse una sentencia de 

sobreseimiento sobre uno de los coimputados104, inmediatamente deja de 

existir sobre éste la presunción de inocencia, ya que tal garantía opera 

únicamente sobre quienes se encuentren sometidos al proceso penal en 

condición de imputados o acusados; por lo que en lo adelante no existe 

limitación alguna para tratarles como testigos en el sentido técnico, de 

acuerdo a lo establecido en los artículos 208 y siguientes del COPP. 

 

Lo mismo ocurre con los hechos calificados como delitos contra la 

administración de justicia en el Código Penal venezolano, que involucran o 

pueden involucrar a la figura del testigo, como son el falso testimonio 

tipificado en el artículo 242 y el delito de excusa de comparecencia sin 

motivo justificado recogido en el artículo 238; los cuales son de imposible 

aplicación para un imputado cuando libremente decide declarar en un 

proceso penal que se sigue en su contra; pero que, destruida su condición 

de inocencia y extinguida su condición de imputado, o específicamente de 

coimputado, en un proceso que se mantiene activo para otro u otros 

coimputados, pueden legítimamente aplicarse sobre ellos y sus penas ser 

impuestas en caso de que cometan hechos de los estipulados en tales 

preceptos jurídicos. 
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 Clariá Olmedo, Jorge A., Op. cit., Tomo I, p.166. 
104

 La institución procesal del sobreseimiento se desarrolla con especificidad en el capítulo II.4. 



57 
 

 

 En tal sentido, consideramos que existen diversos supuestos en el 

COPP en los que el coimputado pudiera, de acuerdo al análisis realizado 

sobre las figuras de Derecho comparado y de conformidad con la 

fundamentación lógica ya señalada en relación a la posición fundamental 

que juega el principio de inocencia, considerarse como testigo en un proceso 

penal en el sentido estricto del término y de acuerdo a lo estipulado en sus 

artículos 208 y siguientes; a saber: la sentencia de sobreseimiento y la 

admisión de los hechos. 

 

II.4 EL SOBRESEIMIENTO EN EL COPP. 

 

El sobreseimiento es una de las decisiones que pueden ser tomadas 

por el juez de control en la audiencia preliminar, siempre y cuando se 

establezca que concurren algunas de las causales estipuladas en el COPP, 

en su artículo 300, el cual reza: 

 

“Artículo 300. El sobreseimiento procede cuando: 

 

1. El hecho objeto del proceso no se realizó o no puede 

atribuírsele al imputado o imputada. 

 

2. El hecho imputado no es típico o concurre una causa de 

justificación, inculpabilidad o de no punibilidad. 

 

3. La acción penal se ha extinguido o resulta acreditada la 

cosa juzgada. 

 

4. A pesar de la falta de certeza, no exista razonablemente 

la posibilidad de incorporar nuevos datos a la 

investigación, y no haya bases para solicitar 

fundadamente el enjuiciamiento del imputado o 

imputada. 

 

5.  Así lo establezca expresamente este Código.” 
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Así como por el juez de juicio si durante esta etapa se produce una causa 

extintiva de la acción penal o resulta acreditada la cosa juzgada, y no es 

necesaria la celebración del debate para comprobarla105. De lo que se 

desprende que, aun cuando es una institución típicamente procesal penal, 

se puede producir por razones de fondo, ya que implica la imposibilidad de 

continuar adelante por falta de certeza respecto a los presupuestos 

fundamentales del proceso penal106.  

 

 En cuanto a sus efectos, establece el artículo 301 del COPP, lo 

siguiente: 

 

“Artículo 301. El sobreseimiento pone término al 

procedimiento y tiene la autoridad de cosa juzgada. Impide, 

por el mismo hecho, toda nueva persecución contra el 

imputado o imputada o acusado o acusada a favor de quien 

se hubiere declarado, salvo lo dispuesto en el artículo 20 de 

este Código, haciendo cesar todas las medidas de coerción 

que hubieren sido dictadas.” 

 

Es decir, el sobreseimiento es una decisión mediante la cual el 

imputado se ve excluido de la posibilidad de aplicación de una sanción 

penal, de conformidad con los requerimientos del COPP.  

  

Ahora bien, desde el punto de vista de la doctrina procesal penal, el 

sobreseimiento se puede dividir en total o parcial, según se pronuncie o 

acuerde respecto a todos o sólo respecto a alguno o algunos de los 

imputados107.También puede observar carácter subjetivo u objetivo, según 

se refiera a imputados o a delitos. De tal manera, el sobreseimiento subjetivo 

parcial es aquel donde habiendo varios imputados en una causa, ésta se 
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 Artículo 304 del COPP. 
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 Pérez  Sarmiento, Eric Lorenzo, Manual de Derecho Procesal Penal.  2ª Edición. Vadell Hermanos Editores. 

Caracas-Valencia, 2006, p. 435. 

107
 Ídem, p. 435. 
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sobresee sólo respecto a algunos de ellos; y el sobreseimiento parcial 

objetivo, es aquel que se acuerda sólo respecto a alguno de los varios 

delitos que se imputan a una persona108. 

 

A los fines de este trabajo, nos interesa resaltar las implicaciones que 

un sobreseimiento parcial subjetivo, puede traer a la persona de un 

coimputado sobreseído y a la posibilidad de que éste sea llamado a declarar 

en condición de testigo en el proceso del cual formó parte. 

 

En tal sentido, de conformidad con lo anteriormente señalado, si se 

sostiene que la exclusión del coimputado para rendir testimonio está 

fundamentada en el principio de inocencia, y que la protección especial que 

éste brinda desaparece automáticamente cuando el coimputado es 

sobreseído, podemos afirmar que una vez que haya procedido un 

sobreseimiento sobre uno de los coimputados en un mismo proceso penal, 

éste ya no es amparado por las derivaciones del estado de inocencia, una 

de las cuales es la prohibición de ejercer coerción legal sobre el imputado 

para que declare en causa propia. Por lo tanto, la información que posea 

podrá ingresar al proceso por medio del mecanismo del testimonio, 

observando en consecuencia todas las formalidades de tal figura y las 

consecuencias que su irrespeto puede acarrear.  

 

La anterior es, en consecuencia, una de las circunstancias en las 

cuales quien fuera coimputado, al dejar de observar tal condición, puede 

perfectamente considerarse como testigo en el mismo proceso del cual 

emanó su sobreseimiento y por lo tanto, ser obligado a acudir a la sede del 

tribunal de la causa a rendir declaración testifical por medio de la fuerza 

pública si resultare necesario. 

 

De la misma manera, en caso de que quien antes fuera coimputado y 

ahora abandone el proceso por medio de un sobreseimiento, aun habiendo 
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 Ídem, p. 435. 
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comparecido al tribunal, se negare a declarar, tal negativa deberá ser 

notificada al Ministerio Público con el objeto de que inicie las investigaciones 

sobre la posible comisión de un hecho punible; de conformidad con el 

estipulado en el artículo 212 del COPP. 

 

II.5 LA ADMISIÓN DE LOS HECHOS EN EL COPP. 

 

 La admisión de los hechos, más que la simple confesión como medio 

de prueba o de ingreso de información al proceso, es un procedimiento 

especialmente establecido con el fin de promover en los imputados el deseo 

voluntario de optar por la confesión bajo determinadas condiciones y con 

beneficios ya definidos de antemano. 

 

 El imputado o acusado, al admitir los hechos, renuncia en parte a los 

derechos y garantías procesales109. A cambio de esa admisión, recibe una 

disminución de la pena, conforme a las reglas pautadas por la ley110. En tal 

sentido, el artículo 375 del COPP, dispone lo relativo al procedimiento por 

admisión de los hechos, de conformidad con los siguientes parámetros: 

 

“Artículo 375. EI procedimiento por admisión de los hechos 

tendrá lugar desde la audiencia preliminar una vez admitida 

la acusación, hasta antes de la recepción de pruebas.  

 

EI Juez o Jueza deberá informar al acusado o acusada 

respecto al procedimiento por admisión de los hechos, 

concediéndole la palabra. EI acusado o acusada podrá 

solicitar la aplicación del presente procedimiento, para lo 

cual admitirá los hechos objeto del proceso en su totalidad y 

solicitará al tribunal la imposición inmediata de la pena 

respectiva.  
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 Maldonado, Pedro Osman. Derecho Procesal Penal Venezolano. Segunda edición. Impreso por Italgráfica. 

Caracas, 2002, p.501. 

110
  Ídem, p. 501. 
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En estos casos; el Juez o Jueza podrá rebajar la pena 

aplicable al delito desde un tercio a la mitad de la pena que 

haya debido imponerse, pudiendo cambiar la calificación 

jurídica del delito, atendidas todas las circunstancias, 

tomando en consideración el bien jurídico afectado y el daño 

social causado y motivando adecuadamente la pena 

impuesta.” …Omissis. 

 

Del artículo parcialmente transcrito, se evidencia que la admisión de 

los hechos, aunque es una solución de fondo o compositiva de la litis penal 

y, como tal, se resuelve por sentencia definitiva, es una forma anticipada de 

terminación del proceso penal, ya que se produce en la fase intermedia del 

procedimiento ordinario, o en la fase de juicio hasta antes de la recepción de 

pruebas111. 

 

 Ahora bien, evidentemente la admisión de los hechos alcanza 

únicamente a quien ha decidido libremente admitirlos. Esta afirmación se 

refiere no sólo a la ya señalada disposición constitucional que prohíbe la 

búsqueda coactiva de la confesión112, sino también a la imposibilidad que 

tiene un coimputado de admitir los hechos a nombre de alguien más.  

 

 En tal sentido, la admisión de los hechos, sus consecuencias, y el 

procedimiento que la viabiliza, aplicarán exclusivamente a quien ha admitido, 

y no así para el resto de los coimputados, en caso de tratarse de un 

procedimiento con pluralidad de imputados. 

 

 Lo anterior, significa que en caso de producirse una admisión de los 

hechos, ya sea durante la audiencia preliminar, ya sea durante la etapa de 

juicio antes de la recepción de las pruebas; quien ha admitido y a quien se le 
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 Pérez  Sarmiento, Eric Lorenzo, Manual de Derecho Procesal Penal.  2ª Edición. Vadell Hermanos Editores. 

Caracas-Valencia, 2006, p. 471. 
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 Artículo 49.5 de la CRBV. 
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ha aplicado inmediatamente la condena, cesará automáticamente en su 

condición de coimputado, y en consecuencia no se verá amparado por el 

estado de inocencia, el cual quedará absolutamente extinguido al adquirir 

firmeza la sentencia en tales condiciones emitida por el tribunal. 

 

Así, al continuar el proceso para el resto de los coimputados que  

decidieron no acogerse al procedimiento por admisión de los hechos, el 

antiguo coimputado que ha sido ya condenado por el mismo tribunal de la 

causa, puede ser llamado a testificar, ya sea a favor o en contra de los 

demás coimputados, en el mismo proceso penal que ya decidió en su caso 

específico. Tal declaración observará todos las formalidades de un 

testimonio, por lo que el declarante lo hará en condición de testigo, deberá 

decir la verdad de cuanto conozca sobre los hechos objeto del proceso, y su 

negativa a testificar o la rendición de un testimonio falso, podrán ser 

sancionadas de acuerdo a lo establecido en el Código Penal venezolano 

para los delitos de excusa de comparecencia sin motivo justificado, tipificado 

en el artículo 238 del Código Penal, o de falso testimonio, recogido en el 

artículo 242 ejusdem, o de conformidad con cualesquiera tipo penal que 

comprenda como sujeto activo a la persona del testigo. 

 

II.6 LA SEPARACIÓN DE LA CAUSA EN EL COPP. 

 

 En el capítulo referido al tratamiento que en el Derecho comparado se 

otorga al coimputado en cuanto a su posible participación en el proceso en 

calidad de testigo, observamos como en uno de los casos particulares en la 

jurisdicción escocesa, recogido en el artículo 266 de la Ley de Procedimiento 

Penal vigente en Escocia desde 1995, la “Criminal Procedure (Scotland) Act 

1995”, un coimputado puede ser llamado a declarar como testigo de la 

Corona, en tres supuestos específicos ya tratados en su oportunidad. Una 

de tales circunstancias que permite al coimputado asumir el rol de testigo, es 

en el supuesto de la división de un solo proceso, en tantos procesos 



63 
 

independientes como así lo decida el juez, lo que conlleva la separación de 

los coimputados desde el punto de vista formal, ya que el fondo de la causa 

puede continuar siendo el mismo; es decir, los hechos objeto del proceso se 

pueden mantener como un mismo acontecimiento unívoco, sin embargo las 

causas de cada coimputado, o de cuantos coimputados decida el tribunal por 

razones de comparecencia o conveniencia, se ventilarán en procesos 

independientes. 

 

 En el contexto procesal penal venezolano, el artículo 76 del COPP,  

recoge el principio de unidad del proceso, según el cual por un solo delito o 

falta no se deben seguir diferentes procesos. Sin embargo, el artículo 

inmediatamente siguiente, establece las circunstancias bajo las cuales, a 

título de excepción, puede operar la separación de la causa: 

 

“Artículo 77. El tribunal que conozca del proceso en el cual 

se han acumulado diversas causas, podrá ordenar la 

separación de ellas en los siguientes casos: 

1. Cuando alguna o algunas de las imputaciones que se han 

formulado contra el imputado o imputada, o contra alguno o 

algunos de los imputados o imputadas por el mismo delito, 

sea posible decidirlas con prontitud en vista de las 

circunstancias del caso, mientras que la decisión de las 

otras imputaciones acumuladas requiera diligencias 

especiales.  

2. Cuando respecto de algunas de las causas acumuladas 

se decida la suspensión condicional del proceso.  

3. Cuando se aplique a alguno de los imputados o 

imputadas el supuesto especial establecido en el artículo 40 

de este Código.  

4. Cuando exista pluralidad de imputados o imputadas, y la 

audiencia se haya diferido por inasistencia de alguno de 

ellos o ellas. 



64 
 

5. Cuando se trate de delitos contra las personas que 

causen conmoción por su grado de crueldad, y la pena 

aplicable a una de las causas sea de treinta años de 

prisión.” 

 

Tales supuestos permiten excepcionalmente la separación de la causa, 

generando una situación similar a aquella descrita para el caso del proceso 

penal escocés, el cual es tratado de manera equivalente a aquellos que 

hemos propuesto con anterioridad; es decir, con la posibilidad de que el 

coimputado pueda modificar su participación en el proceso, de manera de 

poder traerle al proceso a rendir declaración en condición de testigo. 

 

 No obstante, consideramos que en el ordenamiento jurídico 

venezolano, y en virtud de la fundamentación que hemos propuesto para la 

mutación del coimputado a testigo en el mismo proceso, ésta no aplica sino 

para aquellos supuestos de separación de la causa que devengan de la 

condena o sobreseimiento de uno de los imputados, ya que de otra manera, 

la sola separación de la causa, no extingue la condición de inocencia que le 

permite eximirse de declarar en condición de testigo. 

 

 Si somos consistentes con la posición sostenida en cuanto al origen 

del derecho a no declarar en causa propia ni a ser coaccionado para 

confesar, según la cual una de las derivaciones del principio de inocencia es 

la aceptación y resguardo del estado natural de quien se somete a un 

proceso penal, es decir del estado de inocencia, y que éste justifica que la 

prueba no pueda significar imposición ni carga para el imputado113, resulta 

inconcebible para el ordenamiento jurídico venezolano asimilar la postura 

procesal británica; sin vulnerar el debido proceso recogido en la CRBV, 

específicamente en lo atinente a lo establecido en los numerales 2 y 5 del 

artículo 49, en concordancia con lo establecido en el COPP en su artículo 8, 
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contentivos del principio de inocencia y de la derivación de éste: el derecho a 

no declarar contra sí mismo ni a confesar bajo coacción o amenaza. 

 

II.7 EL “INFORMANTE ARREPENTIDO” EN EL COPP. 

 

El COPP en su artículo 38, establece como una de las posibles 

alternativas a la prosecución del proceso, el llamado principio de 

oportunidad, el cual consiste en la posibilidad que la ley brinda a los órganos 

encargados de perseguir el delito, fundamentalmente al Ministerio Público y 

a los tribunales, de abstenerse de perseguir a ciertos imputados en un 

proceso penal determinado114.  

 

Una de las circunstancias bajo las cuales el COPP permite la 

aplicación del principio de oportunidad, es aquella denominada por la 

doctrina como la del “informante arrepentido”,  la cual consiste en un 

supuesto en el cual un coimputado señala a otro coimputado como coautor o 

partícipe del hecho, (cuya declaración inculpatoria ha sido definida en cierta 

doctrina con la denominación de “testimonio impropio” 115), el cual observa 

un tratamiento especial en el artículo 40 del COPP, y mediante el cual el 

coimputado que se acoja a este supuesto, recibe a cambio de su 

colaboración con el sistema de justicia, una posible reducción en la magnitud 

de la pena a aplicársele, de conformidad con los siguientes parámetros:  

 

“Artículo 40. El o la Fiscal del Ministerio Público solicitará al 

Juez o Jueza de Control autorización para aplicar el 

presente supuesto especial, cuando se trate de hechos 

producto de la delincuencia organizada o de la criminalidad 

violenta y el imputado o imputada colabore eficazmente con 

la investigación, aporte información esencial para evitar que 
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continúe el delito o se realicen otros, ayude a esclarecer el 

hecho investigado u otros conexos, o proporcione 

información útil para probar la participación de otros 

imputados o imputadas, siempre que la pena que 

corresponda al hecho punible por el cual se le investiga, sea 

menor o igual que la de aquellos cuya persecución facilita o 

continuación evita. 

 

Admitida la solicitud del Ministerio Público, la causa 

seguida al informante se separará, ordenándose el 

resguardo de aquél en un establecimiento que garantice su 

integridad física, para lo cual cooperarán todos los 

organismos del Estado que se requiera. 

 

El Juez o Jueza competente para dictar sentencia, en la 

oportunidad correspondiente, rebajará la pena aplicable a la 

mitad de la sanción establecida para el delito que se le 

impute al informante, cuando hayan sido satisfechas las 

expectativas, lo cual deberá constar en el escrito de 

acusación. En todo caso, el Estado adoptará las medidas 

necesarias para garantizar la integridad física del 

informante.” 

 

Ahora bien, de acuerdo con parte de la doctrina venezolana en 

materia de pruebas penales, la declaración del coimputado, bajo el anterior 

supuesto, puede obrar como testimonio de la autoría o participación del 

delatado para facilitar su encausamiento116, posición con la que no estamos 

de acuerdo debido a las importantes diferencias que distancian a las figuras 

de la declaración del imputado o coimputado, del medio de prueba 

testimonio; los cuales, aun cuando pueden fungir como instrumentos de 

información al proceso, responden a objetivos distintos y están regulados de 

manera absolutamente diferente: el primero con la función de proteger los 
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67 
 

derechos del imputado en un proceso penal, con fundamento en su estado 

de inocencia; y el segundo como un medio de prueba atinente a la 

consecución de la verdad material, de conformidad con lo prescrito en el 

artículo 13 del COPP, el cual reza:  

 

“Artículo 13. El proceso debe establecer la verdad de los 

hechos por las vías jurídicas, y la justicia en la aplicación del 

derecho, y a esta finalidad deberá atenerse el juez o jueza al 

adoptar su decisión.” 

 

Por otra parte, de la lectura del supuesto especial correspondiente al 

denominado informante arrepentido anteriormente transcrito, se observa que 

el tratamiento especial que recibirá el coimputado que se someta a este 

proceso, versa simplemente sobre la separación de la causa, pero en ningún 

caso causa la prescindencia absoluta de la acción penal, por lo que el 

coimputado que decida libremente someterse al principio de oportunidad en 

el supuesto del informante arrepentido, mantiene inalterados sus derechos y 

garantías como imputado en un proceso penal, entre ellos: el estado de 

inocencia que le excluye de la posibilidad de ser coaccionado a declarar en 

condición de testigo. 

 

Con fundamento en lo anterior, debemos ratificar que de operar 

únicamente la separación de la causa y no una modificación tal que extinga 

la condición de imputado, y en consecuencia su estado de inocencia,  como 

ocurre en el caso del informante arrepentido, el coimputado no puede bajo 

ningún concepto asumir el rol de testigo y en consecuencia rendir testimonio 

en su propia causa, ya que tal trasformación redundaría en una evidente 

lesión a la presunción de inocencia, y por lo tanto en una innegable violación 

del debido proceso. 
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CAPÍTULO III. SISTEMAS DE VALORACIÓN DE LA PRUEBA: TARIFA 

LEGAL, LIBRE CONVICCIÓN Y LIBRE CONVICCIÓN RAZONADA O 

SANA CRÍTICA. MÉTODO GENERAL DE EXAMEN CRÍTICO. EL MÉTODO 

GENERAL DE EXAMEN CRÍTICO Y SU APLICACIÓN A LA 

DECLARACIÓN DEL COIMPUTADO Y AL TESTIMONIO. MÉTODO DE 

EXAMEN CRÍTICO Y LA DECLARACIÓN DEL COIMPUTADO EN 

SENTIDO ESTRICTO. MÉTODO DE EXAMEN CRÍTICO Y LA 

DECLARACIÓN DEL COIMPUTADO ENTENDIDA COMO TESTIMONIO. 

 

III.1. SISTEMAS DE VALORACIÓN DE LA PRUEBA: TARIFA LEGAL, 

LIBRE CONVICCIÓN Y LIBRE CONVICCIÓN RAZONADA O SANA 

CRÍTICA. 

 

De conformidad con lo sostenido por Enrico Ferri, existen cinco fases 

de la evolución del sistema probatorio117, a saber: la fase étnica, 

correspondiente a las sociedades primitivas, donde las pruebas quedaban 

abandonadas al empirismo de las impresiones personales, y cuya forma 

típica de procedimiento estaba constituida por el delito flagrante; la fase 

religiosa, en la cual se invocaba el juicio de Dios y se utilizaban las ordalías; 

la fase legal, donde las ley no sólo fija los medios de prueba, sino además el 

grado de fuerza de cada uno, y en la cual se considera a la confesión como 

la madre de todas las pruebas, por lo que se aplica cualquier tipo de tortura a 

fin de obtenerla; la fase sentimental, en donde el juez aprecia libremente las 

pruebas, únicamente apoyándose en su convicción íntima; y la fase 

científica, la que Gorphe consideraba como “la del porvenir”118, cuya prueba 

por excelencia la proporciona la labor pericial y que no depende solamente 

de establecer los hechos delictivos, sino de explicarlos también, de modo 
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 Ferri, Enrico. Sociologie Criminelle, trad. Terrier, Paris, Alcan, 1905, p. 507 y ss., citado por Gorphe, François. 

Op. cit, p. 32. 
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metódico. En esta última fase podemos ubicar el sistema de libre convicción 

razonada o sana crítica. 

 

Como se adelantó en el capítulo introductorio, a los fines del análisis 

deseado en este estudio se ha decidido optar por los últimos tres de los 

anteriores, por considerarlos como la terna de sistemas de valoración de la 

prueba generalmente aceptados, es decir: el sistema de tarifa legal; el 

sistema de libre convicción; y el sistema de libre convicción razonada o sana 

crítica. Tal selección no es arbitraria, sino que responde al carácter   

tangencial de este sub-tema en relación al contenido y propósito de este 

trabajo. De la misma manera, consideramos que una discusión sobre la 

validez o invalidez de esta terna, y sobre la relevancia que puedan tener 

otros sistemas de apreciación de la prueba, o posiciones como aquella que 

limita los sistemas de apreciación de la prueba a dos: el de tarifa legal y el de 

la valoración personal del juez119, escapa de las dimensiones y del objetivo 

buscados para la tesis que aquí se defiende. 

 

 En tal sentido, y a los fines de incorporar un breve y preciso marco de 

referencia para el abordaje del tema de la valoración de la declaración del 

coimputado; resulta necesario enunciar los principales elementos de los que 

la doctrina suele identificar como los tres sistemas de valoración de las 

pruebas judiciales, que han sido recogidos por los diferentes ordenamientos 

jurídicos, como son: 

 

 El sistema de tarifa legal; 

 El sistema de libre convicción; y, 

 El sistema de libre convicción razonada o sana crítica. 
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III.1.A. SISTEMA DE TARIFA LEGAL 

 

La apreciación de la prueba consistente en la operación mental que 

realiza el operador de justicia, se efectúa a través de silogismos, cuya 

premisa menor viene dada por el mérito de la prueba aportado por las partes 

o traído al proceso por el juez, cuya premisa mayor viene dada por las 

máximas de experiencia; y cuya conclusión es la afirmación de la existencia 

o inexistencia de los hechos controvertidos120. 

 

Como se ha señalado con anterioridad, el sistema de tarifa legal 

responde a un contexto histórico determinado. Es así, como el Estado 

absoluto y monárquico, concebía la apreciación de las pruebas en los 

procesos penales -en los cuales consideraba expuesta la majestad del 

Estado- como determinante para la manutención del orden social 

establecido, por lo cual debía regularse completamente la actuación del juez 

en el reconocimiento y valoración de los medios de prueba. 

 

 El denominado sistema de tarifa legal está compuesto por pruebas 

legales, que son aquellas en las cuales la ley señala por anticipado al juez el 

grado de eficacia que debe atribuir a determinado medio probatorio121, es 

decir, estamos en el sistema de prueba legal cuando la ley limita el objeto y 

los medios de prueba, y con gran formalidad procede a regular el 

procedimiento establecido y el valor de cada una de las pruebas 

prescritas122; de lo que se puede inferir, la falta de confianza que este 

sistema otorga al juez como órgano decisor una vez recibidos los medios 

probatorios, los cuales deberán ser estimados de conformidad con máximas 
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 Bello Tabares, Humberto Enrique III. Tratado de Derecho Probatorio. De la Prueba en General. Editorial Livrosca, 

Caracas, 2005, p. 405 

121
 Couture, Eduardo J. Fundamentos del Derecho Procesal Civil. Editorial B de F, 4ª edición,    Montevideo-Buenos 

Aires, 2002, p. 219. 
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 Maldonado, Pedro Osman. Pruebas Penales y Problemas Probatorios. (Proceso Penal Venezolano). Ávila Arte 

S.A. Tercera edición. Caracas, 1989, p.41. 
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de experiencia previas, deducidas por el cuerpo legislador e incorporadas en 

las leyes procesales. 

 

 En este tipo de sistema de valoración de la prueba, el juez se 

comporta como un simple aplicador de medidas de eficacia a los diferentes 

medios de prueba, que han sido previamente establecidas por el legislador, 

quien de conformidad con máximas de experiencia objetivadas, impone al 

operador de justicia los mecanismos de apreciación concernientes a la 

búsqueda del aseguramiento de la exacta realización de los efectos jurídicos 

contenidos en la norma123.  

 

 Se ha ya señalado, que el sistema de tarifa legal es propio del sistema 

inquisitivo, en el cual la defensa del Estado amerita la participación de un 

juez instructor, que detiene, interroga, investiga y condena. No hay acusador 

ni acusado, sino únicamente el juez (el inquisidor) que investiga y juzga; y, el 

objeto de su actividad (el inquirido)124. El sistema inquisitivo deviene 

directamente del poder monárquico, que considera la persecución criminal 

como de interés de la seguridad y del orden público.125 De allí, la necesidad 

de ejercer un control directo sobre el arbitrio del juez, indicándole cómo debe 

proceder ante determinados medios probatorios. 

  

 El derogado CEC, establecía en su régimen probatorio, un sistema 

tasado de apreciación de la prueba, incorporando entre otras normas, tarifas 

específicas a los medios de prueba de acuerdo a sus características 

particulares. Así, el artículo 247 establecía que la confesión sería prueba 

contra el procesado, siempre y cuando se hubiere rendido libremente, el 

cuerpo del delito estuviere plenamente comprobado, y que existiere además 

en los autos del proceso, algún indicio o presunción contra  el procesado. De 

la misma manera, los reconocimientos oculares, contenidos en el artículo 251 
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 Bello Tabares, Humberto Enrique III. Op. cit, p. 404. 
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 Roxin, Claus. Op. cit., p.86. 
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 Mittermaier, Karl Joseph Anton. Op. cit, p. 34. 



72 
 

serían plena prueba si no hubieren sido debilitados o destruidos por otra 

inspección ocular promovida de oficio o a petición de parte. En relación al 

testimonio, el artículo 261 establecía que dos testigos presenciales hábiles y 

contestes, harían plena prueba respecto a la materia sobre la que recayera 

su testimonio; y así sucesivamente, con todos los medios de prueba 

contenidos en el derogado CEC. 

 

 Tal sistema, como se advertirá en lo adelante, ha sido dejado atrás por 

el legislador venezolano, quien a partir de la entrada en vigencia del COPP 

en 1998, se ha decantado por el sistema acusatorio como fundamento del 

proceso penal, y en consecuencia, por el sistema de sana crítica como 

mecanismo de apreciación de la prueba. 

 

III.1.B. EL SISTEMA DE LIBRE CONVICCIÓN. 

 

El sistema de libre convicción debe entenderse como aquel modo de 

razonar que no se apoya necesariamente en la prueba que el proceso exhibe 

al juez, ni en medios de información que puedan ser fiscalizados por las 

partes126, ya que, en absoluta oposición al sistema de tarifa legal, no 

establece ningún mecanismo legal de valoración de la prueba, sino que 

permite la más absoluta y plena libertad de parte del juzgador al momento de 

apreciar los medios de prueba y producir su sentencia. Es así, como el juez, 

aun habiendo percibido por medio de sus propios sentidos los medios de 

prueba producidos durante el proceso, puede fundamentar lógicamente su 

decisión por el mero conocimiento privado que tenga del asunto debatido o 

de asuntos similares; basta en esos casos con que el magistrado afirme que 

tiene la convicción moral de que los hechos han ocurrido de tal manera, sin 
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 Couture, Eduardo J., Op. cit, p. 223. 
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que se vea en la necesidad de desarrollar lógicamente las razones que le 

conducen a la conclusión establecida127. 

 

 Contrariamente a lo que se ha mantenido por buena parte de la 

doctrina, el también llamado sistema de prueba libre no se introdujo 

inicialmente para dar al proceso un elemento de racionalidad, sino para dejar 

en libertad absoluta al jurado128, a cuyos miembros no era ni siquiera 

requerido un razonamiento exteriorizado que permitiera inquirir el juicio lógico 

que precedía a una decisión; lo que condujo irremediablemente a la 

arbitrariedad. 

 

 De la misma manera que el sistema de tarifa legal, correspondía a un 

determinado contexto político, el sistema de la libre convicción o de la prueba 

libre, fue el diseñado y escogido por los revolucionarios franceses, quienes 

en su “Code d’instruction criminelle”129 de 1808, establecieron la soberanía 

del jurado como principio del cual partían las normas de valoración; las 

cuales se resumían en dos postulados: 1) la valoración de la prueba no 

consiste en un ejercicio de la razón, sino en una declaración de voluntad, y 2) 

esa declaración no debe ser motivada.  

 

En tal sentido, resulta muy expresiva la instrucción que según el 

artículo 342 del Code, debía fijarse en el lugar más destacado de la Sala, en 

el que, entre otras cosas, se decía: “la ley no pide cuentas a los jurados de 

los medios por los cuales llegan a convencerse… la ley sólo les ordena 

interrogarse a sí mismos en el silencio y en el recogimiento y buscar, en la 

sinceridad de su conciencia, qué impresión han producido sobre su razón las 

pruebas aportadas contra el acusado y los medios de su defensa”130. 
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citado por Couture, Eduardo J., Op.cit, p.224. 

128
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Sin embargo, como lo ha manifestado gran parte de la doctrina, el 

poder del juez, si no es controlado, se convierte en arbitrario131. En tal 

sentido, la absoluta discrecionalidad, y en consecuencia la arbitrariedad, del 

sistema de libre convicción, resulta portadora de una mayor incertidumbre en 

relación al resultado de un proceso que se desarrolla en un contexto 

absolutamente impredecible, ya que  responde exclusivamente a la reflexión 

interna del juez o de los miembros del jurado, de donde se supone que debe 

brotar el más perfecto de los juicios de valor sobre los hechos debatidos. 

 

III.1.C. EL SISTEMA DE LIBRE CONVICCIÓN RAZONADA O SANA 

CRÍTICA. 

 

Este concepto configura una categoría intermedia entre la prueba legal 

y la libre convicción. Sin la excesiva rigidez de la primera y sin la excesiva 

incertidumbre de la última132, la sana crítica permite al juez formarse una idea 

propia de lo recibido a través de los diversos medios de prueba, apoyándose 

en su propio intelecto y discernimiento, a través de las reglas de la lógica, de 

la ciencia y de la experiencia. Es decir, persiste la discrecionalidad en la 

persona del juzgador, pero sin observar los ribetes de arbitrariedad presentes 

en el sistema de libre convicción. Lo que implica esta discrecionalidad del 

juez es una valoración que hace conforme a las reglas de la sana crítica, 

para distinguirla de las apreciaciones de carácter libre y arbitrario; el juez por 

lo tanto debe razonar o explicar su decisión o su convicción siguiendo las 

reglas citadas133. 
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 En tal virtud, el COPP, en su artículo 22 reconoce e impone como 

mecanismo de valoración de la prueba en el proceso penal venezolano, el 

sistema de la sana crítica, de la siguiente manera:  

 

“Artículo 22. Las pruebas se apreciarán por el tribunal según 

la sana crítica observando las reglas de la lógica, los 

conocimientos científicos y las máximas de experiencia.” 

 

 Lo cual implica que, aun cuando a diferencia del sistema de la prueba 

legal o tarifa legal, en el uso de la sana crítica el juez tiene la posibilidad de 

formarse una idea propia con arreglo a su propio intelecto, la decisión a la 

que de tal manera arribe no puede ser tomada de manera discrecional y 

arbitraria.  

 

La sana crítica es la unión de la lógica con la experiencia, sin 

excesivas abstracciones de orden intelectual134, fortalecida por la 

incorporación de los conocimientos científicos traídos al proceso por informes 

y por lo expertos autores de los mismos, que deben ser de igual manera 

evaluados y apreciados por el juez de conformidad con la lógica y las 

máximas de experiencia. Tales apreciaciones del juez, que le lleven a 

elaborar y fundamentar una sentencia sobre los hechos que se han traído a 

su conocimiento, además de proceder de las reglas de la lógica, la ciencia y 

las experiencia; deben ser expresadas en la motivación de la sentencia, con 

lo que se exterioriza el proceso mental y lógico por el que ha atravesado el 

juez con el fin de arribar a una decisión. 

 

Lo anterior obliga al juez a incorporar en la parte motiva del fallo, los 

razonamientos que hizo para atribuirle o negarle valor a un medio de 

prueba135, lo que comporta mayor seguridad jurídica al brindar a las partes 

una explicación razonada y expresada públicamente sobre los fundamentos 
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de la decisión, permitiendo así una mayor precisión y amplitud en la eventual 

actividad recursiva. 

 

III.2 EL MÉTODO GENERAL DE EXAMEN CRÍTICO. 

 

 Al utilizar el término “método general de examen crítico”, hacemos 

referencia al método planteado por Gorphe, en relación a lo que debe ser un 

método para valorar los medios de prueba, independientemente de las reglas 

concernientes a su obtención e incorporación al proceso.  

 

 Está claro que el juez debe hacer un discurso cuando valora la 

prueba, es decir debe explicar las reglas de la experiencia que aplica. No es 

suficiente la narración, se debe dar cuenta de las razones por las cuales se 

decidió en uno o en otro sentido, de tal manera que permita a otros entender 

el objetivo y hallar el sentido de ese proceder136. Ahora bien, establecido ya, 

que el método de apreciación de la prueba en el ordenamiento jurídico 

venezolano, es el de la libre convicción razonada o sana crítica, sería 

inoficioso elaborar una tesis sobre la manera en que un juez debería 

conducirse al recibir y evaluar diversos medios de prueba, y qué eficacia 

debería conferirle a cada uno, con arreglo a normas de carácter legal; ya 

que, como bien se ha afirmado, el sistema de la sana crítica excluye la 

posibilidad de tal regulación. 

 

 Sin embargo, lo anterior no obsta para que en la apreciación de las 

pruebas, el juez venezolano pueda contar con un método compuesto por 

lineamientos que le orienten en cuanto al rigor y al valor que cada prueba 

puede comportar, de conformidad con mecanismos de orden lógico y 

psicológico, con el fin de incorporar elementos de razón y de método a la 

motivación de su sentencia.  
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Ninguna ciencia, ni técnica alguna, puede prescindir verdaderamente 

de un método apropiado. Como se acotó con anterioridad, la implantación de 

un método puede permitir al juez obtener herramientas que faciliten su labor, 

ya que, como afirma Gorphe, el arte empírico más habilidoso no reemplaza 

jamás al conocimiento racional; y si la sagacidad experimentada de los 

jueces logra suplirlo en mayor o menor grado, gracias a determinada 

destreza, no cabría llegar a reducir su escuela, únicamente a la práctica 

profesional: ejercicio para unos, rutina para otros137. 

 

 Tal método, debe incorporar al menos, elementos de carácter tanto 

lógico como psicológico, a la vez que científico y práctico,  que generen en el 

juez una perspectiva de conjunto, y que a la vez le permitan abordar la 

apreciación de las pruebas desde la libertad razonada, y no desde la 

arbitrariedad, lo cual nos llevaría de vuelta al superado sistema de íntima 

convicción.  

 

En tal virtud, el método de examen de la prueba propuesto, debe 

fundamentarse en primer lugar en un análisis lógico, por medio de un 

método inductivo que de situaciones particulares permita generar una visión 

general sobre lo que pudo haber sucedido; es decir: si A fue visto con B, se 

infiere que A conoce a B y que estuvieron juntos a cierta hora determinada 

con precisión. Tal análisis debe emanar de la razón humana y de su intento 

por descubrir la verdad en el curso de un proceso judicial, apuntando a los 

elementos esenciales de cualquier actividad probatoria para apreciar los 

hechos y los elementos de prueba, con absoluta independencia de reglas 

formales; en el entendido de que tal método no se propone suministrar una 

técnica precisa y completa, sino únicamente las directrices racionales y 

adecuadas para determinar el valor de las pruebas, guiar la prudencia de los 
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jueces y desarrollar su perspicacia profesional en la investigación y 

descubrimiento de la verdad judicial138. 

 

Ahora bien, además del abordaje lógico de los elementos de prueba, 

debe procederse a un análisis psicológico de los factores que así lo 

permitan, como es el caso del declarante, ya sea el imputado, coimputado, 

testigo o perito; y de las circunstancias de su declaración, para culminar con 

un análisis sistemático sobre las relaciones entre los diversos medios de 

prueba a los cuales se les haya otorgado validez en la apreciación inicial, y 

las diferentes apreciaciones que sobre cada uno se hayan efectuado. 

 

De acuerdo a lo anterior, tanto en su fase lógica como psicológica, no 

es suficiente el levantamiento de los principales elementos de cada uno de 

los medios de prueba que se presentan ante el juez, lo cual redundaría en 

una simple recolección probatoria; el análisis debe ser a través de un método 

crítico de conjunto139; es decir, de un método que se aplique de manera 

diferenciada a cada medio de prueba; pero que, al mismo tiempo, abarque lo 

necesario como para referirse a la totalidad; y que sea lo suficientemente 

sistemático como para evidenciar y resaltar las relaciones entre todos los 

medios de prueba analizados, de donde debe originarse el fundamento 

necesario para la condena o la absolución. 

 

 Con el fin de ilustrar la anterior afirmación, se reproduce de seguidas 

una situación recogida por Gorphe140, que consideramos contiene un avance 

de los elementos que hasta ahora se han señalado sobre el método general 

de examen crítico. 

 

 “Las huellas indican que un individuo ha ido en dirección 

al lugar del crimen: eso es insuficiente. Pero si revela 
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139
 Término acuñado por François Gorphe, en su Op. cit, p. 181. 

140
 François Gorphe.  Op. cit, p. 181. 
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turbación en sus respuestas y tardanza en sus reacciones 

psicofísicas a propósito de los objetos o de las 

circunstancias del delito, constituirá una indicación que 

tornará precisa la primera; habrá ya materia para 

interrogarlo; entonces, si da explicaciones que se 

encuentren desmentidas por los testigos, la prueba 

comenzará a forjarse. Se robustecerá si aparece que tenía 

un motivo particular para cometer el crimen, etc.141.” 

 

 Sin embargo, antes de proceder al análisis anterior, es indispensable 

que el juez tenga la absoluta certeza de que todos los medios de prueba 

tienen las características que se les asigna, es decir; debe haber verificado la 

conformación de cada uno de los medios de prueba de manera individual; y, 

una vez obtenida la certeza de que son válidos, iniciar su análisis holístico, 

en relación con cada uno de los demás. En tal virtud, en el ejemplo anterior, 

para proceder con el análisis sistemático, el juzgador debe haber verificado 

que las huellas halladas pertenezcan a quien se afirma que pertenecen; lo 

que conlleva la necesidad de un análisis individual especializado, para lo cual 

el juez debe apoyarse en los técnicos y peritos que como conocedores de la 

materia pueden llevar la información necesaria al conocimiento del juez para 

que éste realice la correspondiente traducción al lenguaje jurídico, y 

específicamente, al léxico probatorio. 

 

 Con posterioridad, debe atender el juez con la misma diligencia, a las 

circunstancias que rodearon la declaración original del imputado, a la 

veracidad o falsedad de las afirmaciones realizadas por los testigos, y así 

sucesivamente, hasta evaluar los motivos personales del imputado que lo 

colocan en una posición propicia a la prueba en su contra, vale decir, una 

vez realizado el examen lógico de los elementos de prueba, necesariamente 

debe proceder el juez con su análisis psicológico y contextual. Tales análisis 
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 Ídem. Op. cit, p. 181. 
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abarcan un área del conocimiento que probablemente escape del dominio 

del juez, ya que, si como se afirma en el ejemplo citado, el imputado reveló 

“turbación en sus respuestas y tardanza en sus reacciones psicofísicas  a 

propósito de los objetos o de las circunstancias del delito”, tales 

consideraciones, que pueden necesitar de la evaluación de un perito 

calificado, o de un juez profesional capacitado para reconocer tales actitudes 

y otorgarles el debido valor en su indagación judicial, son conocidas como 

indicios psicológicos o mentales. 

 

III.2.A INDICIOS PSICOLÓGICOS O MENTALES.  

 

Si el juez, basado en su propia capacidad, o en los informes recibidos 

de parte de peritos calificados en la materia, considera que efectivamente 

hubo vacilación en las respuestas del imputado y tardanza en sus reacciones 

psicofísicas, debe considerar tales actitudes como indicios, es decir como un 

hecho conocido del cual se induce otro hecho desconocido, mediante un 

argumento probatorio que de aquél se obtiene, en virtud de una operación 

lógico-crítica basada en normas generales de experiencia o en principios 

científicos o técnicos142. 

 

 Ahora bien, en virtud de lo anterior, es menester hacer referencia 

específica a los indicios que pueden incidir en el juicio lógico que hace el juez 

de las declaratorias recibidas, nos referimos a los indicios psicológicos o 

mentales143. Se pueden entender como indicios de esta suerte: las 

vacilaciones, las reacciones temerosas como correr o esconderse, el estado 

de conmoción, el no proveer una respuesta honesta, etc. Sin embargo, su 

método de análisis resulta complicado por tratarse de un tema de estricto 

manejo psicológico, para lo cual, como parte del método general del examen 
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 Devis Echandía, en su obra Teoría General de la Prueba Judicial. Victor P. de Zavalía Editor, Buenos Aires, 

1981, tomo II, p.601. 

143
 Gorphe, François. Op. cit, p.93. 
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crítico, el juez puede recurrir a especialistas en la materia, o puede 

desarrollar las capacidades necesarias para abordar por sí mismo el estudio 

de tales situaciones por medio de la intuición, en una primera instancia; y, de 

tratarse de casos extremadamente complicados, a través de la aplicación de 

un método psicológico, que de conformidad con el planteamiento de Gorphe, 

debe derivar de al menos una de las siguientes: observación, 

experimentación, análisis; y síntesis144. 

 

III.2.B SUB-MÉTODO PSICOLÓGICO.  

 

Al intentar descubrir realidades internas, tales como la disposición del 

individuo, la intención o el móvil del delito, el razonamiento no puede avanzar 

sin recurrir, una vez superada la etapa que permite a la simple intuición 

examinar los elementos del caso; a un método psicológico, que se puede 

practicar, en primer lugar, mediante la observación de las personas, la cual 

se puede lograr fácilmente en el procedimiento penal gracias al principio de 

inmediación que obliga a la producción de los medios de prueba 

directamente en la presencia del juez. Sin embargo, no suele descubrirse a 

primera vista el estado de ánimo de quien comparece145, lo que hace que en 

el caso de las pruebas testimoniales, deba frecuentemente acudirse a 

informes sobre la personalidad del declarante, con el fin de complementar 

una visión general sobre su personalidad, actitud, y expresión al declarar. 

 

 Por otra parte, mediante la experimentación se puede evidenciar la 

respuesta de los individuos ante ciertos impulsos o experiencias apropiadas 

al caso que se trata de dilucidar; sin embargo, este mecanismo constituye un 

asunto de laboratorio, que con frecuencia entra más en el campo de la 

prueba pericial que de la personal; y, siendo esta última la que interesa al 

presente estudio, consideramos suficiente su exposición. 
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 Ídem, p. 94-97. 

145
 Gorphe, François. Op. cit, p. 94. 
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 Un tercer mecanismo de observación psicológica de la prueba, y en 

especial del indicio psicológico o mental, es el análisis propiamente dicho; el 

cual, con el fin de valorar la prueba, debe dirigirse tanto al hecho punible 

como a la personalidad del imputado, determinando en tal sentido si es 

coherente relacionar el hecho en sí, con la personalidad demostrada.  

 

Ello así, y de conformidad con lo hasta ahora afirmado, de un primer 

análisis lógico del cual emane la explicación del hecho punible objeto del 

proceso, en cuanto a las condiciones materiales de su perpetración; debe 

proseguir un análisis psicológico sobre las condiciones psíquicas del 

individuo, que lo hayan determinado a la comisión del hecho, las cuales 

deben coincidir con la personalidad del sujeto, confirmada a través, si es 

necesario, de estudios de personalidad, es decir, de experimentación. 

 

 Por último, otro mecanismo de evaluación psicológica es la síntesis 

de todos los elementos anteriores o de aquellos que se hayan producido 

durante el análisis psicológico, con el objeto de generar en el juzgador una 

visión de conjunto que permita obtener un perfil determinado y general del 

medio de prueba. Tal perfil, permitirá, en ausencia de una definición concreta 

en los restantes estudios efectuados (en caso de que se haya acudido a la 

observación, experimentación y análisis), generar una tendencia clara hacia 

la fiabilidad o mendacidad de la prueba, mediante el descarte de los 

elementos imprecisos y la validación de aquellos que se consideren 

coherentes y confiables. 

 

En este sentido, llama la atención que si el juez se encuentra obligado 

a llamar a un perito cuantas veces se halle en presencia de dificultades 

técnicas que requieran investigaciones científicas que no esté en condiciones 

de realizar él mismo, no suceda igual en materia psico-judicial, donde los 
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problemas que deben ser resueltos no son menos delicados que en las 

restantes ramas del conocimiento146. 

 

Para concluir con el análisis efectuado en aplicación del método de 

examen crítico, una vez verificado el producto de los anteriores análisis 

lógico y psicológico, debe acudirse al análisis sistemático de todos los 

elementos producidos y analizados individualmente. En esta ocasión, el 

análisis debe procurar la generación de un criterio que incluya lo coherente y 

excluya lo incongruente. 

 

En conclusión, con el fin de sistematizar lo afirmado hasta acá, 

consideramos que los elementos detallados y explicados del método general 

de examen crítico, una vez verificados los extremos legales de obtención e 

incorporación de la prueba, externos al objetivo de este trabajo, pueden 

recogerse de la siguiente manera: 

 

1) Primera fase. Realizar el análisis lógico: es decir, una inferencia 

que puede ser inductiva o deductiva, que permita validar la 

coherencia de la prueba para otorgarle así una cierta validez inicial, 

con el fin de pasar a los siguientes estadios de su estudio.  

 

2) Segunda fase. Desarrollar un análisis psicológico: que comprende 

el examen de los elementos internos o psicológicos de la prueba, 

por medio de la observación, experimentación, análisis y 

síntesis147. 

 

3) Tercera fase. Culminar con el análisis sistemático: mediante el 

cual se deben confrontar los diversos elementos unos con otros, 

verificarlos cuanto sea posible o, al menos, apreciar su 

verosimilitud de conformidad con el ejercicio comparativo, para así 
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 Gorphe, François. Op.cit, p.103. 
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 Ídem, p. 94-97. 



84 
 

juntar y enlazar todos los elementos pertinentes en un conjunto 

sintético, con coherencia y concluyente; es decir, en un estado que 

permita sacar de ellos una conclusión en uno u otro sentido. 

 

Ahora bien, como se indicó con anterioridad, el método general de 

examen crítico, debe referirse a cada medio de prueba específico, 

observando sus particularidades en cada caso. A los fines de este ensayo, 

resulta determinante detenerse a analizar el método de examen crítico 

aplicado a la declaración del coimputado en relación con su aplicación al 

testimonio, ya que, de acuerdo a las especificidades de cada uno de los 

casos, y según la posición que se asuma en cuanto a la posibilidad de que el 

coimputado funja como testigo y en consecuencia rinda testimonio, el recurso 

al método de examen crítico, comportará diferencias elementales.  

 

III.3 EL MÉTODO GENERAL DE EXAMEN CRÍTICO Y SU APLICACIÓN A 

LA DECLARACIÓN DEL COIMPUTADO Y AL TESTIMONIO. 

 

 Como se ha defendido a lo largo de este estudio, el centro del debate 

sobre la figura del coimputado como instrumento de incorporación de 

información al proceso, se encuentra en su posible mutación procesal hacia 

el instituto probatorio del testigo, lo que comporta que su declaración, en 

tales circunstancias, observe las rigurosidades y formalidades del testimonio. 

 

 En tal sentido, la apreciación de la declaración del coimputado variará 

de conformidad con la naturaleza jurídica de su participación como sujeto 

procesal; es decir, el examen crítico antes descrito, deberá aplicarse de 

manera diferenciada en caso de considerar que el coimputado ha perdido su 

condición inicial, y ha adquirido la calificación jurídica de testigo.   

 

 Por lo tanto, a los fines de analizar los mecanismos más convenientes 

para apreciar la declaración del coimputado; y con base en lo sostenido 

sobre la transformación del coimputado en testigo bajo las circunstancias 



85 
 

anteriormente expuestas a lo largo de este trabajo; es obligante examinar el 

tratamiento que el método general de examen crítico sugiere para el caso de 

la declaración del imputado en sentido estricto, por una parte, y aquél que le 

otorga al testimonio. 

 

 La figura del coimputado, como se ha resaltado en la introducción de 

este ensayo, se encuentra escasamente regulada en el ordenamiento 

jurídico venezolano, por tratarse de una circunstancia particular del instituto 

procesal del “imputado”, el cual está ampliamente reglado en el COPP148. 

Únicamente en lo relativo al “informante arrepentido149” y su declaración 

referente a otros imputados o imputadas, y en lo atinente a la pluralidad de 

imputados a los efectos de la toma de sus declaraciones150, dispone el 

COPP de normas que específicamente hacen mención a la pluralidad de 

imputados en un mismo proceso penal, es decir: al coimputado. 

 

 De la misma manera, en la doctrina es escaso el tratamiento que se 

otorga al coimputado y a su declaración, a la cual generalmente se le 

asignan las mismas reglas que a la declaración del imputado, o aquellas que 

rigen el testimonio.  

 

En la doctrina extranjera sin embargo, observamos un tratamiento 

perfectamente diferenciado de ambas configuraciones procesales, así, en 

palabras de Roxin, el imputado no puede ser testigo, por consiguiente no 

puede presentarse como testigo en su propia causa, ni puede ser interrogado 

como testigo sobre la contribución al hecho de otro imputado151.  Igualmente,  

afirma Parra Quijano, que en sentido estricto no puede rendir testimonio 

quien tenga la calidad de parte en cualquiera de sus modalidades152, lo que 
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 Artículo 126 y ss del COPP. 

149
 Artículo 40 del COPP. 

150
 Artículo 138 del COPP. 

151
 Roxin, Claus. Op. cit, p. 220. 

152
 Parra Quijano, Jairo, Op. cit, p. 277. 
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tácitamente excluye la posibilidad de que el coimputado rinda declaración en 

calidad de testigo. 

 

  No obstante, parte de la doctrina venezolana le otorga el calificativo de 

“testimonio” a la declaración que rinde el coimputado. Así, Pérez Sarmiento, 

le brinda tratamiento de “testimonio” al denominarle “el testimonio del 

coimputado153” e incluirlo en el capítulo referido a la prueba testimonial. De la 

misma manera, Delgado Salazar, al abordar el tema del informante 

arrepentido, señala que la declaración del coimputado puede obrar como 

“testimonio” de la autoría o participación del delatado154; a la vez que califica 

de “testimonio inculpatorio del coimputado”, a la declaración del coimputado 

cuando ésta contiene expresiones incriminatorias hacia otro coimputado155. 

 

 Tal imprecisión pudiera perfectamente atribuirse al uso del vocablo 

“testimonio” de manera estrictamente gramatical, ya que la acepción común 

del término se refiere a la atestación o aseveración de algo; o a la prueba, 

justificación o comprobación de la certeza o verdad de algo156. Sin embargo, 

aun cuando la definición entre ambas figuras se ha abordado 

considerablemente en el decurso de este estudio, ubicando a cada una de 

ellas dentro de su contexto específico, y señalando con precisión los 

elementos que las conforman y que las diferencian; tal vaguedad en el 

tratamiento de institutos procesales similares pero no equivalentes, puede 

influir de manera negativa en lo tocante a su apreciación, ya sea como medio 

de prueba en sentido estricto como en el caso del testimonio; o, como medio 

de prueba impropio en lo atinente a la declaración del coimputado. 
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 Pérez Sarmiento, Eric Lorenzo. La Prueba en el Proceso Penal Acusatorio, Vadell Hermanos Editores, Caracas, 

2005, p. 136. 

154
 Delgado Salazar, Roberto, Op. cit, p. 145. 

155
 Ídem, p. 145. 

156
 Diccionario de la Lengua Española. Real Academia Española. 22ª edición. Editorial Espasa Calpe S.A., Madrid,     

2001, p. 2168. 
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 Hemos advertido, que la declaración del coimputado como especie del 

género “declaración del imputado”, no puede reglarse de ninguna manera 

con arreglo a las normas concernientes al medio de prueba “testimonio”; ya 

que el imputado, y en consecuencia el coimputado, se encuentran 

ampliamente protegidos por el principio de presunción de inocencia, que les 

excluye de la obligación de rendir declaración contra sí mismos y contra sus 

familiares cercanos, así como de confesar su autoría o su participación en los 

hechos objeto del proceso, de conformidad con el numeral 5 del artículo 49 

de la CRBV, y con el artículo 8 del COPP; los que a su vez reflejan el artículo 

14 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 

 

 No obstante, hemos sostenido que el estado de inocencia que protege 

al coimputado, y que lo exime de declarar en causa propia en calidad de 

testigo, se extingue al momento de suprimirse la condición de imputado, ya 

sea a través de una sentencia de sobreseimiento o de una decisión 

condenatoria por medio de la admisión de los hechos, lo cual conllevaría la 

continuación del proceso sin la presencia, al menos en calidad de parte, de 

uno de los coimputados. Es en esta circunstancia donde se puede dar el 

supuesto especial que haría apreciar la declaración del antes coimputado de 

manera diferente, ya que se regularía por medio de las formalidades del 

testimonio. 

 

 A los fines de ilustrar el anterior punto, se sugiere el siguiente ejemplo: 

“A” y “B” son imputados por la comisión del delito “1”; en el curso del proceso, 

“A” decide someterse al procedimiento por admisión de los hechos de 

conformidad con lo establecido en el COPP157, por lo cual es condenado 

durante la celebración de la audiencia preliminar158, a la pena 

correspondiente a la entidad del delito. Sin embargo, el proceso continúa 

para “B”, quien no se somete al procedimiento por admisión de hechos, y el 
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  Artículo 375 del COPP. 

158
  De acuerdo a lo establecido en el numeral 6 del artículo 313 del COPP. 
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tribunal de control decide que existen suficientes elementos de convicción en 

la acusación fiscal para proceder al juicio oral y público. En tales 

circunstancias, si el fiscal lo considera necesario y provechoso para su 

causa, puede llamar en condición de testigo a “A”159, quien incluso, 

cumpliendo condena de presidio o prisión recluido en un recinto 

penitenciario, debe acudir a tal llamado en condición de testigo y bajo las 

penalidades que la ley establece para quien falte a tal responsabilidad para 

con el sistema de justicia. 

 

 De igual manera sucede, en el caso del coimputado que ha sido objeto 

de un sobreseimiento en el transcurso del proceso, lo cual comporta la 

celebración del juicio oral y público, o al menos de parte de éste, sin su 

presencia como parte en el procedimiento. En tales circunstancias, el que fue 

coimputado en el mismo proceso que continúa activo, puede ser convocado 

en condición de testigo para que rinda declaración ante el juez de la causa, 

aun cuando evidentemente, si se entiende que no tuvo ninguna participación 

en los hechos objeto del proceso, su conocimiento sobre los mismos pueda 

resultar escaso. 

 

 En todo caso, ante cualquier circunstancia de las señaladas, que 

conlleve la cesación inmediata de la condición de imputado, y en 

consecuencia a la extinción del estado de inocencia, el que fuere coimputado 

puede ser llamado a declarar en condición de testigo; sin embargo, en caso 

de no producirse ni la admisión de los hechos ni el sobreseimiento de alguno 

de los coimputados, la única manera en la cual se puede producir en juicio, la 
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  En tal sentido, el COPP establece los mecanismos que permiten la incorporación de nuevos medios de prueba 

con posterioridad a la presentación de la acusación fiscal. Es así, como el artículo 326 permite la incorporación 

de pruebas complementarias, para el caso de entrar en conocimiento de un hecho nuevo con posterioridad a la 

audiencia preliminar. En tal virtud, si el coimputado admitiere los hechos en la audiencia preliminar y fuere 

condenado en esta instancia, su posterior llamado como testigo se canalizaría por medio de tal norma. Sin 

embargo, en caso de que el coimputado decida admitir los hechos en el curso del debate oral y público, el 

COPP dispone en su artículo 342, que la manera adecuada será la incorporación del nuevo testimonio por 

medio de las nuevas pruebas. 
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información que el coimputado posea, es a través de la declaración del 

coimputado, observando las regulaciones de tal instituto. 

 

 En tal sentido, a los efectos de aplicar el método de examen crítico a 

la declaración que provea un coimputado, debe entenderse en qué situación 

o estado procesal se encuentra; es decir, debe evaluarse con anterioridad si 

se presenta ante el juez aun en calidad de coimputado, y en consecuencia 

protegido por el estado de inocencia; o, si por el contrario, ocurre al tribunal a 

declarar en condición de testigo una vez extinta su condición previa de 

coimputado, y excluido de la protección que otorga el principio de inocencia. 

 

III.3.A MÉTODO DE EXAMEN CRÍTICO Y LA DECLARACIÓN DEL 

COIMPUTADO EN SENTIDO ESTRICTO. 

 

La situación de coimputado se extingue al momento de ser 

sobreseído, absuelto o condenado por una sentencia firme, extinguiéndose a 

su vez el estado de inocencia que acompaña a tal condición procesal. Por lo 

tanto, si efectivamente se ha producido la evolución desde la declaración del 

coimputado a la figura del testimonio, mal podríamos referirnos a ella, como 

una variante de la declaración del coimputado, pues estaríamos en presencia 

de otra institución procesal totalmente distinta. Sin embargo, el objetivo de 

este estudio es demostrar que la garantía del principio de inocencia puede 

ser sobredimensionada si se aplica a quienes habiendo sido coimputados en 

el proceso, se han visto separados de éste por medio de alguna decisión 

específica sobre su persona, ya que, en estos casos, de acuerdo a lo 

afirmado a lo largo del presente trabajo, al agotarse el estado de inocencia, 

quien fuere coimputado está en la obligación legal de presentarse a rendir 

declaración en calidad de testigo y no puede excusarse en su previa 

condición de coimputado y en el derecho constitucional a no declarar contra 

sí mismo, por cuanto ya no le protege. 
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 Ello así, el método de examen crítico debe aplicarse en concordancia 

con la figura de que se trate; es decir, si nos encontramos aun en presencia 

de la declaración de un coimputado, deberán analizarse elementos diferentes 

a aquellos atinentes a la condición de testigo, ya que las posibles 

consecuencias de sus acciones son absolutamente distintas en uno y en otro 

caso. 

 

 En el primero de los casos; es decir, en la declaración del coimputado 

en sentido estricto, su apreciación ha sido abordada con recelo por la 

doctrina, debido a la relación especial que existe entre los distintos 

imputados por un mismo delito. En tal sentido, Roxin llega incluso a afirmar 

que un coimputado no puede ser interrogado como testigo sobre la 

contribución al hecho de otro coimputado160. En Venezuela, Pérez 

Sarmiento, afirma que el testimonio (Sic) del coimputado podría ser siempre 

sospechoso de parcialidad cuando sea usado para incriminar a otra de las 

personas señaladas en la causa161. Ambas afirmaciones son ciertas, ya que 

evidentemente el coimputado no puede ser interrogado “en condición de 

testigo” como afirma Roxin, debido a la protección especial de la que goza 

por su condición de inocente; a la vez que, la declaración del coimputado en 

contra de otro coimputado puede resultar sospechosa en sus intenciones, 

debido al posible uso que el coimputado le dé a este mecanismo de 

incorporación de información al proceso, dirigido a atribuir su 

responsabilidad, o parte de ella, a otro coimputado, con el fin de librarse de la 

sanción que legalmente le corresponde.  

 

Sin embargo, el principio de libertad de prueba162 que impera en el 

proceso venezolano, no permite excluir a priori a ningún instrumento de 

prueba como lo hacia el CEC; por lo que, es responsabilidad del juez decidir 
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 Roxin, Claus. Op. cit, p. 220. 
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 Pérez Sarmiento, Eric Lorenzo. La Prueba en el Proceso Penal Acusatorio, Vadell Hermanos Editores, Caracas, 

2005, p. 136. 
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 Artículo 182 del COPP. 
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conforme a su criterio, y con fundamento en las reglas de la sana crítica, la 

validez o credibilidad de una declaración y de su otorgante.  

 

De acuerdo con el análisis correspondiente al método general de 

examen crítico, la credibilidad o validez de una declaración rendida por un 

coimputado, debe fundamentarse en los siguientes elementos: 

 

1) En primer lugar, debe acudirse al examen lógico de los elementos 

expuestos por el coimputado en su declaración; por ejemplo: ¿pudo el 

coimputado percibir desde donde se encontraba el momento preciso 

de la consumación del delito?; ¿dada su presunta jerarquía y posición 

en la empresa criminal, era posible que conociera elementos precisos 

de la planificación y ejecución?; ¿goza de perfecta salud visual o 

auditiva, de acuerdo a la manera en que alega haber percibido los 

hechos?; etc. 

 

2) Una vez establecida la fundamentación lógica de lo que alega haber 

percibido por sus sentidos el coimputado, debe procederse al análisis 

psicológico; para el cual, de conformidad con lo ya expuesto, podemos 

acudir a los mecanismos de la observación, experimentación, análisis 

y síntesis.  

 

Sin embargo, en el caso que nos atañe, consideramos que un 

análisis de orden psicológico puede agotarse con la evaluación del 

especial interés y posición del coimputado en el proceso penal. 

 

Es así, como un coimputado protegido por el principio de 

inocencia, puede declarar lo que a bien considere, ya sea cierto o 

falso, sin verse afectado por ninguna consecuencia negativa en 

cuanto a su posición procesal, por lo que la fiabilidad que el juez le 

otorgue a su testimonio debe obligatoriamente ser inferior a la validez 

que le adjudique a quien declare en condición de testigo. Tal 
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aseveración; recae nuevamente sobre lo que ha sido el énfasis central 

de este trabajo: la relación y diferencia entre la declaración del 

coimputado y el testimonio; ya que las condiciones bajo las cuales 

emiten su declaración, son indiscutiblemente opuestas. Así, mientras 

el coimputado declarará sólo de así decidirlo libremente, no estando 

obligado a decir la verdad  por ninguna norma legal; el testigo, como 

órgano de prueba del medio de prueba testimonio, tiene tres 

obligaciones: la de comparecer, la de prestar declaración bajo 

juramento, y la de decir la verdad; y en caso de no cumplirlas se 

puede ver sometido a un proceso penal por la comisión de delitos 

contra la administración de justicia, como son el falso testimonio o la 

excusa de comparecencia sin motivos justificados, tipificados en los 

artículos 242 y 238 del CPV respectivamente. 

 

3) Por último, una vez superada la evaluación lógica sobre la 

argumentación del coimputado declarante, y verificados los elementos 

de orden psicológico que circundan el contenido de su declaración; es 

necesario acudir al mecanismo del análisis crítico de conjunto; el cual 

permitirá cotejar todos los medios de prueba recibidos, tanto propios 

como impropios, y las valoraciones individualmente realizadas sobre 

cada uno de ellos; analizando en esta etapa, las condiciones 

personales del coimputado declarante y la posibilidad de que tales 

condiciones perturben la credibilidad de su declaración.  

 

En torno a lo anterior gravitaba la fundamentación del CEC, para 

calificar como testigos hábiles o inhábiles, a las personas que de alguna 

manera guardaran cercanía con el imputado. No obstante, en el marco de la 

libertad de prueba, la calificación de credibilidad de un declarante cualquiera, 

la puede emitir únicamente el juez de la causa, y no el legislador mediante la 

imposición de tarifas de ningún orden. 
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La afirmación anterior, encuentra eco en la jurisprudencia del Tribunal 

Supremo de Justicia en Sala de Casación Penal,  la cual en sentencia Nº 214 

de fecha 15 de abril de 2008, expuso: 

 

Omissis “…el imputado para rendir declaración no debe ser 

conminado a hacerla bajo la presión del juramento, ya que 

este sujeto procesal posee el derecho a guardar silencio, a 

no declarar ni total ni parcialmente y a no autoacusarse, 

podría no decir la verdad sin que ello le trajera otra 

consecuencia que la de que su dicho resultara desvirtuado 

por otra prueba cursante en los autos, y a diferencia de la 

declaración de testigo, ésta sí debe ser tomada bajo 

juramento, pues justamente el objetivo que se persigue con 

ello es el obtener la fidelidad de la verdad de los hechos.” 

 

Con base en lo anterior, cabe concluir racionalmente que, quien se ve 

ante la posibilidad de cometer un delito y de ser sancionado con una pena 

privativa de libertad, optará por comportarse de manera de evitar tal 

resultado, declarando la verdad de cuanto conoce en mayor medida que 

aquél que tiene el derecho legalmente establecido de mentir o de callar, en 

una suerte de prevención especial positiva de la pena, que si bien no 

generará el mejoramiento del infractor163, puede generar una mayor 

inclinación de parte del juez a concederle credibilidad al contenido de las 

aseveraciones emitidas por quien en tales circunstancias declare. 

 

                                                           
163

  Como lo afirma con agudeza Eugenio Raúl Zaffaroni, en su obra Manual de Derecho Penal parte general; sexta 

reimpresión, actualizado a diciembre 2006, Editora AR. S. A., Buenos Aires, 2006; al afirmar que “desde hace 

mucho tiempo se pretende legitimar el poder punitivo asignándole una función positiva de mejoramiento sobre 

el propio infractor, cuando en la ciencia social hoy está demostrado que la criminalización secundaria 

deteriora al criminalizado y más aun al prisionizado.” Con la afirmación que refiere a esta cita, no estamos 

tratando de ninguna manera de defender el concepto de prevención especial positiva, ni de abogar por los 

conceptos de resocialización del reo como fin de la pena; se usa el término a los solos fines ilustrativos de la 

diferencia que puede hacer la amenaza de la pena sobre la falsedad del contenido o la negativa a declarar, en 

la valoración que el juez debe dar a una declaración emitida en un proceso penal. 
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De la misma manera, la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo 

de Justicia, en sentencia Nº 318 de fecha 29 de julio de 2010, en directa 

alusión a la doctrina española, señala que: 

 

“…el testimonio (Sic) del coimputado es un medio probatorio 

evidentemente peligroso, que cuando se ha defendido su 

validez se ha hecho con extrema cautela por ser un medio 

impropio, extraño y especial, ya que cuando la única prueba 

de cargo consiste en la declaración de un coimputado, es 

preciso recordar que el acusado a diferencia del testigo no 

sólo no tiene obligación de decir la verdad sino que puede 

callar total o parcialmente e incluso mentir ya que son 

garantías constitucionales, es por ello que la declaración 

incriminatoria del coimputado carece de consistencia plena 

como prueba de cargo cuando siendo única no resulta 

mínimamente corroborada por otras pruebas en contra del 

recurrente…”. (Artículos doctrinales, Derecho Procesal 

Penal, febrero 2001, Noticias Jurídicas, Antonio Pablo Rivas 

Seva; Fiscal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla la 

Mancha).” 

 

De donde se colige que, la diferencia entre la declaración del 

coimputado no sólo se refiere a su naturaleza jurídica, sino que su 

apreciación también opera de manera claramente diferenciada, al afirmar 

que debido a la posibilidad que tiene el coimputado de negarse a decir la 

verdad, e incluso a mentir en el curso de su declaración, sin que ello conlleve 

sanción alguna; la declaración incriminatoria del coimputado “carece de 

consistencia plena como prueba de cargo”. 

 

En torno a lo anterior, es menester identificar con claridad ya no la 

diferencia entre la declaración del coimputado y el testimonio; sino más bien; 

cuándo se está en presencia de un coimputado y cuándo en presencia de un 
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testigo, ya que al modificar su naturaleza procesal, debe consecuentemente 

modificarse su tratamiento como medio de prueba. 

 

III.3.B MÉTODO DE EXAMEN CRÍTICO Y LA DECLARACIÓN DEL 

COIMPUTADO ENTENDIDA COMO TESTIMONIO. 

 

 Hemos reiterado en diversas ocasiones a lo largo del presente 

estudio, que la reflexión sobre la declaración del coimputado, debe centrarse 

en la determinación exacta del momento en el cual ésta pierde tal naturaleza 

para pasar a ser considerada como un testimonio en el sentido técnico del 

término. 

  

 De acuerdo con la consideración anterior, no sólo la naturaleza 

jurídica de tal actuación procesal va a ser modificada, sino que a la vez, su 

apreciación debe ser actualizada en consecuencia; ya que, al suceder tal 

transformación de declaración del imputado a testimonio, el coimputado se 

convierte en testigo, lo cual sobrelleva a la posibilidad de imposición sobre él, 

de medidas de coerción, e incluso de coacción, con el objeto de que 

comparezca ante el juez, relate lo que conozca sobre lo que se le interrogue, 

y declare con arreglo a la verdad; siendo susceptible de persecución penal 

ante la negativa a cumplir con estas responsabilidades, o ante el 

descubrimiento de falsas aserciones en su declaración. 

 

 En tal sentido, hemos sostenido la tesis según la cual, en el entendido 

de existir pluralidad de imputados en una misma causa, y siendo que, uno de 

ellos haya salido del proceso, ya sea por condena en el procedimiento de 

admisión de los hechos, o por un sobreseimiento dictado sobre su persona 

en particular; se extingue la condición de coimputado; por lo que, al no estar 

protegido por el estado de inocencia, propio de tal figura, puede ser llamado 

a declarar en el mismo proceso del que alguna vez formó parte, en condición 

de testigo, para lo cual, de ser necesario, podrá constreñírsele por medio del 
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uso de la fuerza pública, de conformidad con el artículo 212 del COPP, el 

cual es del siguiente tenor: 

 

“Artículo 212. Si el o la testigo no se presenta a la primera 

citación, se le hará comparecer por medio de la fuerza 

pública.  

 

Si después de comparecer se niega a declarar sin 

derecho a hacerlo, se comunicará ese hecho al Ministerio 

Público para que proceda a realizar la investigación.” 

 

 Tal investigación a iniciar por parte del Ministerio Público, se refiere a 

la posible comisión de los delitos de falso testimonio o de excusa de 

comparecencia sin motivo justificado, estipulados en el CPV, en sus artículos 

242 y 238 respectivamente; los cuales conllevan la posible imposición de 

penas privativas de libertad. 

 

 Es precisamente ante la amenaza de la sanción, que al testigo que 

una vez fue coimputado en el mismo proceso, debe tratársele de manera 

diferenciada en cuanto a la valoración de su testimonio; ya que, como se ha 

insistido anteriormente, la protección que le permitía no declarar e incluso 

mentir en caso de decidir hacerlo, ha cesado; y, en cambio se ha producido 

una nueva situación en la cual, de acuerdo a la tipificación actual recogida en 

el CPV, es susceptible de ser sancionado con penas privativas de libertad de 

hasta 5 años, así como con la inhabilitación en el ejercicio de la profesión, de 

acuerdo a la calificación jurídica que se acoja. 

 

 No obstante, el anterior análisis no impide la aplicación del método de 

examen crítico al testimonio del antes coimputado, sino que más bien, 

proporciona un elemento importante a considerar, dentro de los parámetros 

del mismo. 
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 En tal virtud, debemos acudir primeramente al elemento lógico de las 

aserciones emitidas por el testigo. Wigmore señala en el sustrato lógico del 

análisis de la prueba testimonial, una inferencia análoga a la del hecho 

indiciario, de la manera siguiente: “A” afirma la existencia del hecho “X”, 

luego ese hecho existe164. Por supuesto, a la lógica inductiva del análisis de 

Wigmore, debe acompañarle el resto del análisis lógico referido a las 

circunstancias de la percepción por parte del testigo de la misma manera que 

lo propusimos para el coimputado declarante; para luego profundizar en su 

análisis psicológico. 

 

 En tal sentido, recogida la inferencia anterior, “A” dijo “B”, y en 

consecuencia “B”, existe; debe procederse al análisis de las causas de tal 

testimonio, ¿dijo el testigo lo que dijo porque así lo percibió o porque tiene 

una parcialidad especial o no tuvo una buena aprehensión de los hechos? El 

surgimiento y posterior eliminación de otras hipótesis en tal sentido, van 

conformando la fiabilidad o mendacidad del testigo.  

 

 De acuerdo a Gorphe, la valoración de un aserto testimonial, se 

efectúa en tres etapas posibles165: 

 

1ª La aserción misma, aceptada provisionalmente como valedera. 

 

2ªLas circunstancias que, aparte de la realidad del hecho, explican la 

aserción, como la parcialidad o la dificultad de percepción y, por lo tanto, 

disminuyen transitoriamente su valor; y 

 

3ª Las circunstancias que corroboran la aserción y le devuelven así todo o 

parte de su valor. 

 

                                                           
164

 J.H. Wigmore. The Principles of Judicial Proof. As given by logic, pshicology and general experience and 

illustrated in judicial trials. Little, Brown and Company. Boston, 1937, p. 311, citado por Gorphe, François. Op. 

cit, p. 400. 

165 Ídem. Op. cit, p. 400. 
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 Es de resaltar que tales etapas de la actividad valorativa del 

testimonio, son análogas a aquellas referidas a la apreciación de la 

declaración del coimputado, ya que quien declara en tal condición, de la 

misma manera puede observar un interés especial en la deducción o 

inducción que de sus aseveraciones resulte. En tal sentido, es razonable 

inferir que de la misma manera que un testigo relacionado especialmente con 

el imputado está más propenso a falsear la verdad o a callar en favor de su 

conocido; un coimputado se encuentra en una posición más favorable a la 

mendacidad siempre y cuando ésta sea favorable a su causa; es decir, 

cuando como resultado de su declaración falsa, incrimine directamente a otro 

coimputado atribuyéndole toda o una mayor responsabilidad que la propia, lo 

que le podría generar el sobreseimiento, la absolución o la imposición de una 

pena menor que la de aquél. 

 

  Ahora bien, cuando este coimputado abandona tal condición, y ya no 

se encuentra protegido por el estado de inocencia ni sometido a la 

investigación que se adelanta en el curso del proceso, la prueba que emane 

de su llamado en condición de testigo, debe ser valorada con mayor amplitud 

y desde una perspectiva inicialmente favorable, ya que al haberse extinguido 

su condición de coimputado, su testimonio pudiera no comportar interés 

procesal alguno para su persona, y los hechos que afirme ser más ajustados 

a la verdad material. 

 

 Ahora bien, suponer que el testigo tiene generalmente una condición 

más favorable a declarar con arreglo a la verdad que un coimputado, no es 

algo nuevo, ya Bentham en el año 1835, partía de tal premisa166 al evaluar 

las causas psicológicas de la verdad o falsedad de un testimonio. Sin 

embargo, el énfasis en este caso se ubica en la condición de testigo que ha 

                                                           
166

 Bentham, Jeremías. Tratado de las Pruebas Judiciales, sacado de los manuscritos de Jeremías Bentham por 

Esteban Dumont y traducido al castellano por Don José Gómez de Castro. Imprenta de Don Tomás Jordán 

Tomo I, Madrid, 1835, p. 45. 
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adquirido un sujeto, con posterioridad a haber sido considerado como  

coimputado en la misma causa en la que debe testificar, y en el efecto que 

tal transformación debe tener sobre la apreciación que el juez debe dar a tal 

medio de prueba. 

 

 Bentham, al referirse a la apreciación del testimonio, le otorga gran 

relevancia a las disposiciones morales del testigo, las cuales a su entender, 

pueden ser comprendidas bajo dos capítulos: la veracidad y la atención, y 

sus respectivos contrarios: la mendacidad, la temeridad y la negligencia167. Al 

referirse a estas últimas las definía de la manera siguiente: la temeridad se 

manifiesta de una manera positiva por el discurso, mientras que la 

negligencia de manera negativa; es decir, el testigo temerario, arrebatado por 

sus conjeturas, dice, sin intención de engañar, más de lo que sabe y ha visto; 

y el testigo negligente, contenido por su pereza, no se toma el trabajo de 

referir los hechos y las circunstancias, y omite muchos elementos que un 

poco de atención le hubiera hecho recordar168. Tanto la temeridad como la 

negligencia en un testigo, deben en consecuencia ser valoradas como signos 

de poca credibilidad en las aseveraciones que éste haga en torno a los 

hechos del proceso, en otras palabras, como evidencia de su mendacidad. 

 

 Hay mendacidad cuando el testigo se esfuerza para que su testimonio 

y lo que de él se deduzca, no sea conforme a la realidad del caso. Caso 

contrario; es decir, cuando el testigo se propone sinceramente que su 

testimonio gire en torno a la realidad de los hechos, hablamos de veracidad 

del testigo. Ahora bien, la mendacidad consciente puede provenir de dos 

causas, a saber: la existencia de un motivo seductor169, es decir, de un 

motivo que se refiere al interés especial que pueda tener el testigo; o la 

existencia de un hábito, de una característica de la personalidad del testigo 

                                                           
167

 Ídem, p.43. 

168
 Ídem, p.43. 

169
 Ídem, p.44. 
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que le incline a ceder en virtud de ese interés especial. Sin embargo, puede 

existir mendacidad inconsciente, o lo que es lo mismo, un testigo que no se 

apegue a la verdad por absoluta falta de atención; en cuyo caso, si bien no 

existe voluntad de perjudicar o favorecer a nadie, ni de interferir en el 

proceso, el resultado es el mismo: el testigo no es fiable. 

 

 Ahora bien, aplicando los anteriores principios a la actuación de un 

testigo que tuviera previamente la condición de coimputado, debemos 

incorporar todos los elementos que puedan sustentar un interés especial en 

su testimonio, es decir, una posible relación familiar o de amistad con el 

imputado,  pero desde la perspectiva de quien acaba de ser condenado en el 

mismo proceso penal, o contrariamente, ha sido recientemente sobreseído 

en el curso del mismo. Por lo tanto, su especial interés debe ahora ser 

sopesado para la valoración de su testimonio, con la posibilidad de incurrir en 

una nueva acción delictiva y las consecuencias de ello, especialmente en lo 

atinente a su motivación personal. 

 

 A los fines de ilustrar lo anterior, sugerimos el siguiente ejemplo: “A” y 

“B” son perseguidos por el delito “X”. Si ambos declaran en el proceso, ya 

sea en fase preliminar, intermedia o de juicio,  las aseveraciones que haga 

uno en relación al otro, deben ser tomadas con mucha precaución, ya que 

pueden observar un interés distinto al solo esclarecimiento de los hechos; ya 

sea un interés de incriminar al otro con el fin de obtener absolución, 

sobreseimiento o rebaja de la pena; o de beneficiarle por medio de 

aserciones negativas en relación a la participación de aquél en el desarrollo 

del hecho punible, con el fin de obtener el beneficio para el otro coimputado, 

ya sea por relaciones de amistad o incluso familiares. A la vez, las 

declaraciones que en tales condiciones se emitan, se ven absolutamente 

protegidas por la condición de coimputados de ambos declarantes, por lo que 

pueden, abiertamente mentir, sin que ello produzca consecuencia alguna 
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sobre la valoración que a su declaración se dé, sobre el resultado final del 

proceso, o sobre la magnitud de la pena a imponérseles. 

 

  Ahora bien, si se da el siguiente supuesto: “A” admite los hechos y es 

condenado a la pena “X”,  y resulta inmediatamente separado del proceso y 

remitido al tribunal correspondiente para la ejecución de su sentencia170, sin 

embargo, el proceso continúa para “B”; y el fiscal del Ministerio Público o la 

defensa de “A” consideran que la intervención de este último resulta 

indispensable para el esclarecimiento de la participación de “B” en los 

hechos objeto del proceso. ¿Debe el juez convocarlo en condición de 

coimputado para que declare, si así libremente lo decide, sobre los hechos 

del proceso y sobre las preguntas que a bien tengan hacerle el Ministerio 

Público, la defensa y el tribunal?; o ¿debe convocarlo en condición de testigo 

para que declare toda la verdad de cuanto sepa sobre los hechos, bajo pena 

de ser perseguido penalmente por la comisión de un nuevo delito que 

ampliaría su sanción y probablemente su privación de libertad? 

 

 Como se ha sostenido en este ensayo, en el caso anterior “A” debe 

ser convocado como testigo y obligado a acudir a la sede del tribunal, incluso 

por medio del uso de la fuerza pública171 si es necesario, a que informe la 

verdad sobre los hechos que conozca en relación a la perpetración del hecho 

punible y a la participación del o de los imputados que aún se mantengan en 

el proceso. Ante esta circunstancia, la percepción inicial de su coloquio, debe 

emprenderse desde la perspectiva de la veracidad de cuanto diga, no sólo 

por ser un testigo en sentido técnico, sino porque la amenaza de la 

imposición de una nueva sanción, puede generar aun mayor inclinación a la 

veracidad, que la que genera en un testigo que no haya tenido ninguna 

participación en los hechos y que no esté de ninguna manera involucrado en 

la persecución penal. 

 

                                                           
170

 De conformidad con lo establecido en los artículos 470 y siguientes del COPP. 
171

 De conformidad con el artículo 212 del COPP. 
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Volviendo al método de examen crítico, como se ha podido observar, 

hemos hurgado con avidez en el elemento psicológico del declarante, en 

este caso: del testigo que previamente fue coimputado. Sin embargo, una 

vez superadas las etapas de la lógica y de la psicología del testigo, de 

conformidad con los elementos previamente señalados como formadores de 

este método, debe procederse a la confrontación de todos los elementos 

producidos en el proceso, permitiendo de esta manera incorporar el total de 

los medios de prueba e indicios, y cotejarlos con el testimonio en cuestión, 

de donde éste debe fortalecerse al coincidir con la generalidad de los 

elementos, o debilitarse al sostenerse solo contra la mayoría del acervo 

probatorio. En tal labor, debe excluirse aquello que no se compagine con la 

tesis apoyada por la mayoría de los elementos de prueba, por resultar poco 

fiable para producir y fundamentar una decisión. 

 

En tal sentido, si el testimonio es contrario al imputado que aún se 

mantiene en el proceso, no es soportado por indicios, o por otros medios de 

prueba, difícilmente puede demostrar un argumento en contra y debe ser 

excluido como prueba mendaz; y, en consideración del principio de in dubio 

pro reo, deberá decidirse a favor del imputado o acusado.  

 

En cuanto al principio in dubio pro reo, la Sala de Casación Penal del 

Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia Nº 397 de fecha 21 de junio de 

2005, fijó el criterio siguiente: 

 

“…El principio que rige la insuficiencia probatoria contra el 

imputado o acusado es el principio in dubio pro reo, de 

acuerdo al cual todo juzgador está obligado a decidir a favor 

del imputado o acusado cuando no exista certeza suficiente 

de su culpabilidad. Dicho principio, no tiene en nuestra 

legislación regulación específica, sólo indirecta, a través de 

diversas disposiciones legales como los artículos 13 y 468, 

entre otros, del Código Orgánico Procesal Penal. Sin 
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embargo, es considerado como un principio general del 

Derecho Procesal Penal, y por ende, como todo principio 

general del Derecho, cumple con la función de ser fuente 

indirecta de esta rama del Derecho, bien como vía acogida 

por el legislador cuando se consagra expresamente en la 

ley, o través de la jurisprudencia cuando el juzgador lo 

acoge en su sentencia para resolver lagunas y carencias de 

las leyes procesales, en la solución de conflictos que 

acarrea el proceso penal…”.  

 

De lo anterior se deduce que, la labor de concatenación de los 

elementos de prueba debe ser contundente e incontrovertible en contra del 

imputado a los fines de una sentencia condenatoria, caso contrario deberá 

ser absuelto de los cargos en su contra. De donde se infiere la cuarta y 

última parte del método de examen crítico, en la cual deben juntarse y 

enlazarse todos los elementos pertinentes, es decir, aquellos que hayan 

superado la prueba del cotejo entre todos los medios de prueba, para pasar 

a producir un conjunto sintético, con coherencia y concluyente; es decir, en 

un estado que permita sacar de ellos una conclusión en uno u otro sentido.  
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CONCLUSIONES 

 

 La declaración del coimputado tiene una cercana, y muchas veces 

confusa relación con el medio de prueba testimonio, no sólo en cuanto a su 

posición en el proceso y su naturaleza jurídica, sino a la vez, y como 

consecuencia de lo anterior, en su apreciación. El objetivo de este trabajo ha 

sido el de coadyuvar a una diferenciación precisa de los elementos y la 

naturaleza de cada una de tales figuras procesales, así como a la 

diferenciación sobre la ocurrencia de una y otra, de acuerdo al momento 

procesal y a las decisiones emitidas por el juez en el desarrollo de un 

proceso penal. 

 

 En tal sentido, en cuanto a su naturaleza jurídica, hemos defendido 

una posición según la cual la declaración del coimputado no puede 

calificarse como un medio de prueba en el sentido estricto o técnico del 

término, por cuanto no puede ser solicitada ni controlada por las partes, ya 

que su producción depende exclusivamente de la decisión y criterio del 

imputado. Por otra parte, el objeto de la declaración del imputado, no puede 

ser otro que la negación de su participación en los hechos objeto del 

proceso, a menos que éste considere autónomamente la posibilidad de 

confesar su autoría sobre los hechos o su participación en ellos. En tal 

sentido, hemos definido a la declaración del imputado, (y por ende la del 

coimputado) como un medio de prueba impropio, cuyo objeto de prueba 

también goza del mismo calificativo, por ubicarse bajo los mismos 

parámetros de análisis; en consecuencia, si estamos en presencia de un 

medio de prueba impropio, igual su objeto será impropio.  

 

 La misma calificación recae entonces, sobre quien produce el medio 

de prueba impropio, ya que evidentemente, al decidir por su propia cuenta y 

bajo sus propios parámetros, si debe o no declarar, y de hacerlo, si dice o no 

la verdad de cuanto conoce; no puede considerarse al imputado o 
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coimputado como un órgano de prueba en lo atinente a su declaración, sino 

como un órgano de prueba impropio, dependiente de su voluntad en cuanto 

al contenido y oportunidad de su exposición. 

 

 Ahora bien, la idea central de este trabajo ha girado alrededor de la 

posibilidad que tiene el coimputado de convertirse en testigo, y por ello, su 

declaración en testimonio en el sentido estricto del término. Ello ocurre 

cuando por medio de una sentencia en el curso del proceso y con 

anterioridad a su desenlace final, uno de los coimputados es objeto de una 

decisión condenatoria o de sobreseimiento, que hace extinguir su condición 

de coimputado; lo que conlleva el cese inmediato de la protección que le 

otorga el principio de inocencia y su consecuente estado de inocencia, al 

cual hemos calificado como el fundamento de su derecho a no declarar 

contra sí mismo. 

 

 Una vez producida tal modificación, el que una vez fuere coimputado 

en un proceso penal determinado, puede ser convocado a declarar, ahora en 

condición de testigo, por lo que su declaración se realizará dentro de los 

parámetros establecidos para la institución procesal del testimonio. Como 

consecuencia de lo anterior, deberá concurrir al llamado del tribunal y decir la 

verdad de cuanto conoce; y, en caso de negarse a cumplir con una u otra 

obligación, podrá ser conducido por la fuerza pública a la presencia del juez, 

quien tendrá entonces la facultad de solicitar la apertura de una investigación 

al Ministerio Público por la posible comisión de los delitos pertinentes 

previstos en el Código Penal venezolano. 

 

 Sin embargo, la mutación que sufren la declaración a testimonio y el 

coimputado a testigo, no afecta únicamente a la naturaleza jurídica de la 

primera; sino que, abordada desde la perspectiva de la libertad de prueba y 

de la sana crítica, instituciones típicas del sistema acusatorio propio del 

ordenamiento jurídico venezolano, debe obligatoriamente modificar su 
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posible apreciación por parte del juzgador, quien en aplicación de un método 

general de examen crítico, debe considerar la nueva realidad de quien fuere 

coimputado y ahora es testigo, para otorgar a su exposición la validez que 

considere más conveniente y apegada a la verdad, considerando que a partir 

de la adquisición de la nueva condición de testigo el anterior coimputado se 

ve ahora sometido a la posible coerción estatal y a la aplicación de penas 

privativas de libertad, de no cumplir con su obligación legal. 

 

Ahora bien, con el fin de brindar una mayor puntualidad a las 

conclusiones a las que se ha arribado en el desarrollo del presente trabajo, 

se ha optado por presentarlas, no sólo como un capítulo general referido a 

las conclusiones, sino a la vez, de manera individual y sintetizada, como de 

seguidas se aborda: 

 

1) LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO O COIMPUTADO COMO 

MEDIO DE PRUEBA IMPROPIO:  

 

En lo atinente a la naturaleza jurídica de la declaración del 

imputado o coimputado, se ha sostenido en este trabajo que a 

diferencia del testimonio, la declaración del imputado o del 

coimputado, no se puede definir estrictamente como un medio de 

prueba en sentido técnico, ya que su contenido, producción y control, 

dependen exclusivamente de la voluntad discrecional del declarante, 

por lo que se ha optado por calificarle como un medio de prueba 

impropio, tomando en consideración que, si bien es cierto que 

generalmente se comporta como un medio de prueba en cuanto a su 

función de incorporación de información al conocimiento del juez,  no 

siempre se configura como tal en cuanto a la regulación de su objeto, 

órgano y manera de recepción y apreciación; elementos que se 
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consideran indispensables para la concepción de un medio de prueba 

en sentido técnico172. 

 

2) LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO O COIMPUTADO ES UNA 

INSTITUCIÓN PROCESAL SUSTANCIALMENTE DISTINTA AL 

TESTIMONIO. 

 

Resulta determinante para el objetivo de este estudio, resaltar 

las diferencias entre la declaración del imputado o coimputado, y el 

medio de prueba testimonio, ya que, si bien son instituciones 

similares, en tanto ambas transportan información sobre el hecho 

objeto del proceso desde un individuo que de alguna manera ha 

percibido lo ocurrido, al conocimiento del juzgador; su regulación y 

tratamiento  son absolutamente opuestos, con base en la especial 

protección que debe otorgarse a quien se ve sometido a un proceso 

penal. 

 

 Por lo tanto, resulta una evidente imprecisión la referencia a la 

declaración del imputado o coimputado, como el “testimonio del 

imputado”173, ya que, técnicamente, un testimonio es una declaración 

hecha por un testigo en juicio174. En tal virtud, como ya se ha 

señalado, y en palabras de Chiovenda, un testigo es aquella persona, 

distinta de los sujetos procesales, a quien se cita para que exponga al 

                                                           
172

 Acogiendo la definición de Clariá Olmedo, Op. cit., Tomo II, p. 311. 

173
 Como lo hace Delgado Salazar, Roberto, en su Op. cit. P. 145, al referirse al “Testimonio Inculpatorio del 

Coimputado”; o, al afirmar que “Esa declaración del coimputado puede obrar como testimonio  de la autoría o 

participación...”. De la misma manera, Pérez  Sarmiento, Eric Lorenzo, en La Prueba en el Proceso Penal 

Acusatorio, Vadell Hermanos Editores, Caracas, 2005, p.136, hace mención del “Testimonio del 

Coimputado”, para referirse a la declaración del coimputado. 

174
 Cabanellas, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. 14ª edición, Revisada, actualizada y 

ampliada por Luís Alcalá- Zamora y Castillo. Editorial Heliasta S.R.L, Buenos Aires, 1979, p. 410. 
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juez las observaciones propias sobre hechos ocurridos y de 

importancia para el proceso175. 

Por lo tanto, el imputado, coimputado, o incluso la víctima, no 

pueden ser calificados como “testigos”, ya que no se trata en ninguno 

de los casos, de alguien distinto de los sujetos procesales, y por lo 

tanto, el relato de las percepciones que a través de sus sentidos haya 

recibido y que le permitan narrar su versión de los hechos del proceso, 

no se conforma como un testimonio, sino como una de las diversas 

especies de declaración. 

 

Tal advertencia no conlleva únicamente connotaciones jurídico-

gramaticales, sino que comporta a su vez precisiones de orden 

práctico, ya que la calificación de un sujeto como testigo, y de su 

declaración como testimonio, trae como consecuencia que su llamado 

a concurrir y a declarar sea obligatorio176, y que la falta injustificada de 

cumplimiento de tal obligación derive en la comisión de un hecho 

punible177. 

 

De igual manera, la calificación de un declarante como testigo y 

de su declaración como testimonio, le obliga a decir la verdad de 

cuanto conozca sobre los sucesos sobre los que se le inquiera, lo cual 

resulta absolutamente improcedente para el caso de la declaración del 

imputado o coimputado, quien se encuentra protegido por el precepto 

constitucional que le exime de declarar en causa propia178. 

 

 

 

                                                           
175

 Ídem, p.405. 

176
 De conformidad con los artículos 208 y 212 del COPP. 

177
 La denominada “Excusa de Comparecencia sin Motivo Justificado”, tipificado en el artículo 238 de CPV. 

178
 Artículo 49.5 constitucional. 
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3) EL CESE DE LA POSICIÓN DE IMPUTADO Y LA ADQUISICIÓN DE 

LA CONDICIÓN DE TESTIGO.  

 

Como se afirmó anteriormente, la idea central de este trabajo 

ha girado alrededor de la posibilidad que tiene el coimputado de 

convertirse en testigo, y por ello, su declaración en testimonio en el 

sentido estricto del término. Ello ocurre cuando por medio de una 

sentencia en el curso del proceso y anterior a su desenlace final, uno 

de los coimputados es objeto de una decisión condenatoria o de 

sobreseimiento, que hace extinguir su condición de coimputado; lo que 

conlleva el cese inmediato de la protección que le otorga el principio 

de inocencia y su consecuente estado de inocencia, el cual hemos 

calificado como el fundamento de su derecho a no declarar contra sí 

mismo. 

 

 Efectivamente, al suprimirse la condición de inocencia que 

ostenta quien se encuentra sometido a un proceso penal, cuyo 

fundamento primario se encuentra en la CRBV179, se extingue la 

prerrogativa que exime al imputado de declarar en causa propia. 

 

 En tal sentido, una vez que quien fuere imputado en un proceso 

penal, abandona tal condición, puede perfectamente ser convocado en 

condición de testigo, con las consecuencias que esto acarrea tanto en 

el orden procesal como sustantivo, pudiendo por lo tanto ser 

conducido por la fuerza pública en caso de negarse a concurrir a la 

sede del tribunal180. 

 

 Igualmente, al acoger su nueva condición de testigo en el 

proceso en que una vez fuera imputado, queda sometido a la norma 

de derecho penal que le impone narrar y decir la verdad de todo lo que 

                                                           
179

 Artículo 49.2 de la CRBV. 

180
 De conformidad con el artículo 212 del COPP. 
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conozca en cuanto al hecho objeto del proceso, siendo por lo tanto 

susceptible de una nueva imputación en caso de negarse a concurrir 

en condición de testigo, o en el supuesto de que su narración no se 

compagine con la verdad181. 

 

4) VALORACIÓN DEL TESTIMONIO DE QUIEN FUERE IMPUTADO 

EN LA MISMA CAUSA. 

 

La modificación de la posición procesal de quien fungiere como 

imputado y adquiere la condición de testigo en el mismo proceso 

penal, debe indefectiblemente sugerir una nueva aproximación en 

cuando a la valoración de su testimonio, ya que bajo la nueva figura 

procesal que ostenta, se ve ante la posibilidad de ser imputado y 

procesado por un nuevo delito. Tal condición, debe ser valorada por el 

juez al momento de apreciar la prueba que de su testimonio emane.  

 

 Para tal fin, en medio del análisis fundamentado en las reglas 

de la sana crítica, el juzgador debe valorar en toda su amplitud las 

implicaciones de la nueva condición de testigo de quien declara, y el 

efecto que sobre su persona puede tener el verse sometido a un 

régimen riguroso que le impone exponer la verdad de cuanto conozca. 

En tal sentido, nos hemos permitido sugerir como mecanismo idóneo 

para tal actividad, el método general de examen crítico expuesto y 

desarrollado por Gorphe, para el cual debe acudirse en primer lugar a 

un análisis lógico, para luego proceder con el análisis psicológico del 

testigo. 

 

 Tal análisis psicológico debe comprender las actividades 

propias de la observación, experimentación, análisis; y, síntesis182 de 

                                                           
181

 De conformidad con los artículos 238 y 242 del CPV. 
182

 Ídem, p. 94-97. 



111 
 

los elementos tanto internos como externos, es decir, tanto psíquicos 

como sociales, que puedan influir en la narración y en la reproducción 

que de los hechos haga quien declare en su nueva condición de 

testigo.  

 

Por lo tanto, uno de los nuevos elementos de carácter 

psicológico, a considerar por el juez al momento de otorgar valor 

probatorio a la prueba de testimonio emanada de un testigo que antes 

fungiera como coimputado en la misma causa; es la novedosa 

situación jurídica que lo rodea, la obligatoriedad de comparecer al 

tribunal y de decir la verdad de lo que conozca, y la responsabilidad 

penal que conllevaría una negativa injustificada de obrar en 

consecuencia. 
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